
. ACTA N' 348. Lugar, fecha y hora de inicio. Mediante plataforma digital Zoom y bajo

modalidad remota, a los seis días de mayo de 2020, siendo horas 16:45, el Consejo Asesor

de la Magistratura abre su sesión trescientos cuarenta y ocho, bajo la presidencia de la

Dra. Eleonora Rodríguez Campos. Asistentes: Dr. Antonio Estofán (Suplente por la

Corte Suprema de Justicia); Leg. Marta Najar (Suplente por la mayoría parlamentaria);

Leg. Raúl Albarracín (Titular por la minoría parlamentaria); Leg. Nadima Pecci

(Suplente por la minoría parlamentaria); Dr. Luis José Cossio (Titular por los

magistrados del Centro Judicial Capital); Dr. Carlos Sale (Suplente por los magistrados

del Centro Judicial Capital); Dr. Esteban Padilla (Titular por los abogados del Centro

Judicial Capital); Dra. Malvina Seguí (Titular por los magistrados de los Centros

Judiciales Concepción y Monteros); Dra. Claudia Córdoba (Suplente por los abogados

del Centro Judicial Capital); Dr. Diego Vals (Titular por los abogados de los Centros

Judiciales Concepción y Monteros); Dr. Edgardo Sánchez (Suplente por los magistrados

de los Centros Judiciales Concepción y Monteros) y Dr. Luis Marquetti (Suplente por

los abogados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros). En la presente sesión se

toma versión taquigráfica de las manifestaciones efectuadas por los miembros del

Consejo por parte del Cuerpo de Taquigrafos de la H. Legislatura de Tucumán. En caso

de que un consejero lo requiera expresamente se dejará constancia en el acta de la

manifestación en cuestión. ORDEN DEL DÍA: De acuerdo a lo dispuesto en los artículos

7, 13 inciso d) y concordantes del reglamento interno del Consejo Asesor de la

Magistratura el orden del día para la sesión n* 348 y que fuera remitido anteriormente a

los Sres. Consejeros es el siguiente: 1. Designación de Consejeros para la firma. 2.

A consideración acta de la sesión anterior. 3. Concurso n” 192 (Tribunal de Impugnación,

SCentro Judicial Capital): etapa de entrevistas. Postulantes a entrevistar: Puntaje a)

CARAMUTI, CARLOS SANTIAGO 71,00, b) PUPPIO, AGUSTÍN FRANCISCO

69,20; c) MAGGIO, FACUNDO 65,00; d) DÍAZ LANNES, CARLOS FELIPE 58,25; e)

NÚÑEZ ARÉVALO, BENJAMÍN EDUARDO 55,10. DESARROLLO DE LA

SESIÓN: 1.- Designación de Consejeros para la firma. La Dra. Rodríguez Campos

expresó que conforme al protocolo de sesiones virtuales debían designarse consejeros

para suscribir el acta de la sesión anterior. Propuso en tal sentido, al igual que en la reunión

anterior, a los consejeros Luis Cossio, Malvina Seguí, Esteban Padilla, Raúl Albarracín,
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Nadima Pecci y Marta Najar y destacó el trabajo de todos los consejeros y de todo el

equipo del Consejo Asesor de la Magistratura de Tucumán que había hecho posible, a

través de su trabajo, compromiso y dedicación, que hoy se pudiera reunir el Consejo en

esta sesión. Mediante voto nominal, la propuesta fue aprobada por unanimidad de los

consejeros presentes. IL.- A consideración acta de la sesión anterior. La Dra. Rodríguez

Campos tomando la palabra consultó a los consejeros si estaban de acuerdo con el acta

que se había enviado vía correo electrónico. Los consejeros prestaron conformidad y el

acta fue aprobada con el voto nominal de los consejeros presentes. ML.- Concurso n? 192

Tribunal de Impugnación, Centro Judicial Capital): etapa de entrevistas. La Dra.

Rodríguez Campos señaló que se tomarían entrevistas a cinco postulantes: los doctores

Carlos Santiago Caramuti, Agustín Francisco Puppio, Facundo Maggio, Carlos Felipe

Díaz Lares y Benjamín Eduardo Núñez Arévalo. Que para las entrevistas iban a pasar a

una sala de un grupo reducido. Que se iba a presentar en la pantalla una opción para pasar

al grupo especial. Que les pedía a los consejeros que hicieran clic en la opción y que ello

podría demorar unos minutos. Luego de unos instantes, los consejeros se conectan en la

sala especial de entrevistas. Doctor Carlos Santiago Caramuti. Entrevista. Ingresa a la

sala virtual de reunión el Doctor Carlos Santiago Caramuti. Dra. Rodríguez Campos.

Buenas tardes doctor, ¿cómo está? Dr. Caramuti. Buenas tardes. Dra. Rodríguez

Campos. Nosotros lo escuchamos perfectamente. Muy bienvenido y muchas

felicitaciones por su concurso. Yo soy la encargada de recibirlo y le voy a contar un poco

las reglas de esta entrevista; usted ya las conoce pero las repetimos muy brevemente.

Nosotros le vamos a pedir que nos confirme que está solo en la sala. Dr. Caramuti. Así

es, doctora. Dra. Rodríguez Campos. Muy bien. Le vamos a pedir que mire la pantalla

en el transcurso de la entrevista. También le vamos a solicitar que si no entiende alguna

pregunta que no la repita en voz alta, sino que pida que se la volvamos a hacer a la

pregunta; finalmente contarle que los señores consejeros, al momento de solicitar hacer

las preguntas, van a levantar la mano y yo les voy a ir asignando la palabra en el orden

que vayan levantando la mano. Así que habiéndole dado la bienvenida le voy a pedir,

doctor Caramuti, que se presente ante los señores consejeros y si quiere comentarles algo

antes de que empiece la etapa de preguntas, puede hacerlo. Tiene la palabra, doctor. Dr.

Caramuti. Muchas gracias. Ustedes me conocen, yo soy Carlos Caramuti. Me recibí de



"

abogado en el año 1980, hace bastante ya, tuve una etapa en el Poder Judicial y después

ejercí muchos años la profesión. Ahora, desde el año 2011, estoy de vuelta. Sino recuerdo

mal, hoy hace 9 años que juré en el cargo que actualmente tengo en la Cámara Penal.

Además estoy en la Facultad desde hace muchos años enseñando Derecho Penal y estoy

muy entusiasmado con este desafío de haber podido concursar para este cargo de Tribunal

de Impugnación, que es un cargo nuevo para el nuevo sistema en el cual realmente me

gustaría poder estar. Si quieren alguna otra referencia, soy casado desde el año 1998;

tengo dos hijas, una de 14 y otra de 11 años; mientras yo estoy en esta entrevista en Zoom,

ellas también están en Zoom en sus en sus clases virtuales, en doble escolaridad. Esa es

mi presentación. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el doctor Luis Cossio. Dr.

Cossio. Muy buenas tardes, doctor. En estos tiempos de pandemia de COVID-19, de

aislamiento social, la distancia está siendo acortada por la tecnología -de hecho estamos

en esta videoconferencia en una entrevista que tiene que ser de carácter personal- y esto

ha llevado a que distintos tribunales, entre esos la Sala 1 de la Cámara Penal, haya

concluido un juicio oral por este sistema de videoconferencias y ahora hay un nuevo juicio

en la Sala V, del doctor Fabián Fradejas, que va a hacer un juicio completo con este nuevo

sistema. Dr. Caramuti. Así es. Dr. Cossio. Quisiera conocer su opinión sobre la

utilización de las herramientas electrónicas para llevar a cabo juicios orales y si usted cree

o no que esto podría afectar el derecho de defensa, sobre todo teniendo en cuenta que

hemos visto lo que pasó en la Sala 1: el imputado separado físicamente de su abogada

defensora. ¿Qué opinión le merece a usted esto? Dr. Caramuti. Doctor, yo creo que en

estas circunstancias hay que privilegiar lógicamente los derechos de las partes en el

yacceso a la justicia y hay que privilegiar la utilización de los medios tecnológicos en la
ES

Si¿Shedida que permitan y faciliten llevar a cabo con eficiencia las tareas que nosotros

tenemos. Nosotros tenemos responsabilidades como jueces y como tal creo que tenemos

que hacer todo lo humanamente posible, con las limitaciones por supuesto de la situación

para llevar a cabo nuestra actividad. En mi sala por ejemplo estamos trabajando con

bastantes sentencias. Hasta ahora no hemos hecho audiencias pero sí es la intención

hacerlas. Hay algunas dificultades: por ejemplo, mi computadora empezó a tener

problemas con la pantalla y la tuve que llevar al técnico; ahora estoy con esta que es de

la oficina pero yo creo que sí se puede. Vamos a ver cómo sale la experiencia de hoy del



doctor Fradejas con ese impersonal dónde son 7 testigos. El de la Sala 1 era un juicio

bastante más sencillo, porque la verdad es que la mayor parte del debate del juicio ya se

había llevado a cabo en forma presencial antes de que venga el decreto de aislamiento

social y la acordada correspondiente. Entonces, lo único que faltaba eran los alegatos y

además el imputado que quiso declarar en esa oportunidad. De manera que, relativamente,

fue más sencillo. La separación del imputado con su defensor creo que es una limitación,

pero en la medida que se permita la comunicación y si él lo requiere y pide una suspensión

para tener una comunicación en algún momento con su abogado o algún cuarto

intermedio, eso hay que ir viéndolo sobre la marcha. Lógicamente que hay que hacer

efectivos y garantizar los derechos. Otra dificultad es la recepción de los testimonios. No

todos los testigos tienen ni están obligados a tener tecnología en sus domicilios, pero

además hay una serie de normas sobre los testigos que se deben cumplir en el debate oral,

que son: no pueden conversar entre ellos sobre lo mismo que está ocurriendo; acá ustedes

me están pidiendo que yo mire la cámara, pero antes estuve en una sala de reunión, en

una sala de espera conversando con mis colegas. Ahí tendría que estar en una especie de

sala de testigos o estar antes de estar comunicado. En fin, hay una serie de recaudos que

hay que ajustar. Y yo quedé que esta tarde voy a conversar con él después que tuviera la

primera sesión del juicio para que me comentará la experiencia y ver cómo lo podemos

hacer nosotros. En particular en mi Sala estamos viendo qué juicios hay en condiciones

de hacerse que tengan urgencia y que tengan toda la prueba previa recibida y esté en

condición de debates. Ha habido varios juicios que estaban fijados para esta época, que

se han tenido que suspender por este motivo y la idea es, en la medida de lo posible, poder

hacerlos. Dra. Pecci. Muy buenas tardes, doctor. La pregunta es que justamente con todo

el tema de la pandemia se han dispuesto liberaciones a presos en todo el país. ¿Puede dar

su opinión respecto de este tema? Dr. Caramuti. Bien, yo creo que es un tema que está

muy sobredimensionado en cuanto a su real dimensión y su real cantidad. No sé si ha

habido en algún tribunal o en alguna órbita algún tipo de liberaciones masivas. Si creo

que es una situación muy particular donde como en todas las cosas hay que conciliar

intereses, compatibilizar intereses y compatibilizar derechos. Hay normativas aplicables

y hay que respetarlas. Hay obligaciones y deberes de las autoridades, también, en cuanto

a la seguridad y garantías de los derechos de las personas privadas de libertad y en cuanto



a sus condiciones de salud. Hay una realidad en general de una superpoblación que

aumenta el riesgo de contagio por la proximidad y, a veces, existen casos de personas que

tienen particulares patologías que las hacen de mayor riesgo, no sé si tanto en cuanto al

contagio sino en cuanto al riesgo de vida en caso de contagio. Entonces, hay que ir viendo

caso por caso, obviamente, tomando en cuenta los distintos delitos de que se trate, las

distintas situaciones, para evitar alguna situación que sea inconveniente. Hay que tener

en cuenta los derechos de las víctimas, hay que escucharlas. Nosotros, en el tribunal que

integro, somos especialmente respetuosos de eso; siempre escuchamos y tenemos en

cuenta los intereses de las víctimas. Que las escuchemos no quiere decir necesariamente

que siempre hagamos lugar a lo que ellas nos plantean, pero sí las escuchamos y tenemos

en cuenta sus derechos porque también tenemos obligaciones de hacerlos respetar.

Nosotros hemos tenido muchos planteos de liberaciones y la verdad es que a la mayor

parte de los casos los hemos rechazado porque no estaban dadas las condiciones. Hubo

otro caso donde sí lo hemos hecho, porque había una situación de unas patologías

presentes que estaban dentro de lo que se considera paciente de riesgo; y no hemos

liberado, sí hemos dado un arresto domiciliario con ciertas condiciones para garantizar, a

su vez, los derechos de las víctimas a quienes hemos escuchado. Probablemente no hayan

estado conformes pero forma parte de las reglas del juego del sistema contradictorio,

donde hay que escuchar a las partes y los jueces tenemos que tomar la decisión conforme

al derecho aplicable y teniendo en cuenta los derechos de todos. Dr. Sale. Primero,

felicitaciones, doctor Caramuti. ¿Qué opinión le merece Este cambio de paradigma en el

sistema penal, el paso del Derecho Penal represivo al Derecho Penal consensuado, del

+ sistema acusatorio mixto en qué nos encontramos actualmente con el sistema adversarial

Si que va a entrar próximamente en vigencia, creo que en el mes de septiembre? Y, además,

por este tema del aislamiento social preventivo y obligatorio, ¿usted cree, doctor, que este

cambio va a ser más beneficioso para los justiciables y va a significar una mejor respuesta

para la sociedad, todo esto de acuerdo a su experiencia? Dr. Caramuti. Sí, doctor. A ver

vamos por partes: yo soy defensor del modelo de proceso adversarial. Sí tengo algunas

reservas con respecto a ciertas cuestiones de implementación, pero entiendo que las

decisiones políticas que se van tomando hay que ir acompañándolas y hay que ir haciendo

lo posible para que esa implementación sea lo más ordenada posible y que el nuevo

n_.



sistema tenga los mejores resultados. Creo que este cambio procesal, porque es un cambio

procesal, no es simplemente un cambio procesal; es un cambio mucho más sustancial. El

cambio de paradigma no es simplemente de la adversarialidad en el litigio sino que tiene

que ver con la manera de encarar el conflicto penal. Es abandonar un concepto conforme

al cual el delito es una mera desobediencia al Estado y una mera relación de infracción

con la autoridad y con el Estado por un concepto conforme al cual el delito es un conflicto

e implica una lesión de derechos. Y eso significa que el modo de enfrentar el conflicto

penal no es solamente con la pena. No digo que no haga falta la pena en los casos de los

delitos graves que no tienen otro modo de canalizarse, pero en todos aquellos aspectos

donde se pueda solucionar el conflicto de otro modo, con soluciones alternativas dando

respuesta y satisfacción a la victima, especialmente a su reparación del modo más integral

posible; y cuando me refiero a “reparación” no me refiero a reparación económica, aunque

muchas veces también lo incluya, sino muchas formas de reparación del conflicto. A

veces la victima no necesita necesariamente una compensación económica, tampoco

siempre reclama pena. A veces le basta un sincero pedido de disculpas. No digo que éstos

sean los casos, pero a veces también quienes están en contra de la participación de la

víctima creen que la víctima siempre busca la máxima represión, la máxima venganza y

esto no siempre es así. Entonces, este cambio de paradigma ya del Derecho Penal de fondo

permite dar una respuesta adecuada según la naturaleza de cada caso y de cada conflicto.

La pena en los casos graves que, obviamente, no admiten otro tipo de solución y otro tipo

de soluciones alternativas en la medida que solucionan el conflicto y siempre teniendo en

cuenta, por supuesto, los intereses de la víctima. Dr. Sale. Ahí lo quiero enganchar con

este nuevo instituto que es el del criterio de oportunidad, en donde se puede llegar a

prescindir total o parcialmente de la acción, de algunos hechos, de algunos participantes

del delito, también. Esto, el criterio de oportunidad, ¿puede llegar a generar conflictos

con la sociedad? Dr. Caramuti. A mí me parece que en la medida que se entienda el

nuevo paradigma y que tengamos la capacidad de comunicar los aspectos valiosos y

positivos de este sistema esto no deberá ocurrir. Obviamente que sí existe en nuestra

sociedad o en ciertos sectores de la sociedad una concepción y se centra la cuestión

exclusivamente en la parte punitiva y que cree que se tiene que aplicar para todos los

casos indiscriminadamente, lo cual no tiene en cuenta siempre lo que se llama el principio



de proporcionalidad en cuanto a la reacción del Estado o a los remedios o respuestas que

el Estado tiene que dar en relación a los fines que este persigue. Pienso que hay una tarea

de comunicación que está a cargo de nosotros, los operadores del sistema, que tiene que

ver también con una utilización prudente de este instituto conforme a los fines que se

persiguen, Obviamente que no se pueden aplicar para cualquier caso y cualquier situación.

La mayor parte de los casos de criterio de oportunidad en el ejercicio de la acción penal

que permite prescindir del ejercicio de la acción penal -como bien lo ha dicho el doctor-

son para delitos que no exceden de los 6 años; se excluyen las cuestiones de violencia de

género; se excluyen las cuestiones de víctimas vulnerables; se excluyen a los funcionarios

públicos que han cometido delito en el ejercicio de su función. O sea, la ley, la norma,

tiene todos los recaudos para que los casos que realmente preocupan a la sociedad y que

requieren llevar adelante el ejercicio de la acción hasta el debate oral y público no

acontezcan. Y esto es coherente, a su vez, con lo que son las convenciones y pactos

internacionales de Derechos Humanos con los cuales nuestro Estado ha asumido ciertos

compromisos de perseguir ciertos delitos graves, tan graves como las violaciones a los

Derechos Humanos y especialmente con víctimas vulnerables; proteger los derechos del

niño y tener en cuenta el interés superior del niño; tener en cuenta, evitar y prevenir la

discriminación contra la mujer; y prevenir y reprimir la violencia contra la mujer donde

está el derecho de la mujer al acceso a la jurisdicción, a una tutela judicial efectiva y a un

Juicio justo. Es decir, todas estas cuestiones se tienen en cuenta y permiten llevar adelante

los juicios que realmente justifican llevarse a cabo y se justifica aplicar penas a las

personas, lógicamente, que se encuentren responsables. Y en esta cuestión del principio

ES> oportunidad hay otra pequeña cuestión que quisiera hacer una aclaración: en el

SESproyecto original, en el código original, el fiscal lo planteaba pero lo resolvía el juez.
So $SS SiAN

k SS2 Ahora, directamente lo resuelve el ámbito del Ministerio Público. Y si bien se están

y $ . : . 2 z :
Sy se excluyendo cuestiones de violencia de género, etcétera, a mí me parece que en algunos

$
casos se justificaría una audiencia ante el juez antes de aplicar el criterio de oportunidad

cuando hay por lo menos un atisbo, un planteo de violencia de género, que sería obstáculo

para aplicar el criterio de oportunidad, donde incluso hasta puede haber hasta una

manifestación de voluntad de la víctima. Pero sabemos que las cuestiones de violencia de

género no siempre las expresiones de la víctima son expresiones con una voluntad



genuina, hay un ámbito de sometimiento. Entonces tiene que haber una serie de recaudos

especiales y de controles especiales para asegurar que no se vaya en contra de estos

derechos de las víctimas y especialmente de las víctimas vulnerables, cuando hay una

situación de desigualdad con el ofensor. Dr. Sale. Bien. La última y a modo de opinión,

nomás, doctor Caramuti. Digamos que no está obligado a contestar. ¿Qué opina usted con

el conflicto de control de circulación en dónde está involucrada la cacica Mamani y que

ha generado un verdadero conflicto importante entre instituciones del Estado por las

repercusiones periodísticas de distintos poderes? Dr. Caramuti Yo no conozco

exactamente todos los detalles. A mí a veces me resulta difícil opinar sobre casos

concretos donde uno no tiene todos los elementos porque corre el riesgo de equivocarse.

Pero sí le puedo decir que entiendo que es uno de los casos en donde se presentan

conflictos de derechos entre derecho de libertad de expresión, libertad de circulación,

donde hay que ser muy prudente, muy mesurado en el modo de solucionarlos y donde no

siempre la respuesta penal es la más adecuada. No digo que este sea el caso, no sé qué

eventuales delitos se pueden haber cometido, pero sí hay que tener en cuenta los conflictos

de derecho y a mi modo de ver hay que evitar criminalizar la protesta. Cuando hay

protestas que de algún modo generan conflicto para derechos de otras personas, hay que

buscar vías para solucionarlos, no necesariamente con la intervención del Derecho Penal.

Reitero, no digo que este sea el caso, tampoco digo que todos los casos sean así pero en

las cuestiones de conflicto de derecho hay que ser especialmente cuidadoso en cómo se

lo valora y se lo trata de compatibilizar. Dr. Sale. Muchas gracias, doctor Caramuti. Leg.

Najar. Buenas tardes, doctor Caramuti. La pregunta que le iba a hacer esa ha sido

formulada por el doctor Sale. Muchas gracias. Dr. Albarracín. Buenas tardes, doctor

Caramuti. Le quería preguntar, doctor, cuál es su criterio respecto a los protocolos que

debieran observarse en nuestro sistema penitenciario. Algo ya escuché en cuanto a la

opinión de liberación, pero hay una restricción de visita, una práctica de facilitar celulares.

A su criterio, ¿cuál sería el protocolo o considera usted que sería conveniente y necesario

para que nuestro sistema penitenciario se adecue a las circunstancias, a la situación de

emergencia sanitaria? Dr. Caramuti. En primer lugar, lógicamente creo que hay que

tomar los recaudos de salud para evitar los contagios. Para eso hay que ver cuáles son las

condiciones de alojamiento, las eventuales situaciones de superpoblación y la población



- de riesgo, cómo puede eventualmente ponérsela en un lugar adecuado donde los riesgos

de contagio sean menores. En el caso en que no se haya propuesto algún tipo de salida a

través de prisión domiciliaria con todos los recaudos legales y los que la ley dispone,

porque esto está por demás reglado por la ley de ejecución de pena privativa de la Libertad

además de las recomendaciones de organismos internacionales, etcétera, hay una

regulación a tomar en cuenta que, probablemente, hay que adaptar a las circunstancias

actuales. Pero en cuanto a los protocolos dentro de la cárcel creo que lo primero, eso

corresponde a la fase administrativa, penitenciaria. Los jueces solamente y eventualmente

al que le toque, el Juez de Ejecución tendría que controlar esta situación; después

eventualmente habría una apelación en caso de disconformidad de parte de quién

estuviera afectado en sus derechos. Pero lo primero es ver las condiciones de alojamiento

y cómo se la adecua dentro de las disponibilidades de recursos materiales y con algunas

reformas que el contexto permita para disminuir los riesgos de contagio. Después uno de

los Derechos que obviamente tienen los presos, los reclusos, es a tener contacto con sus

familiares, mantener sus vínculos sociales. Obviamente que esto de la restricción de

visitas significa una restricción así como significa recepción para muchos de nosotros que

no tenemos contacto con todos nuestros familiares y que algunos tenemos la suerte de

estar con muestras familias con nuestra mujer y nuestros hijos, otros no, pero algunos

pueden no ver a sus padres, se pierden el contacto de los abuelos con los nietos, los

hermanos, etcétera. Hay muchas situaciones. Pero de todos modos, teniendo en cuenta las

A especiales situaciones de la privación de la libertad hay que tratar de mantener el contacto

y/ de las personas privadas de su libertad con sus familiares. Como no se pueden recibir
5 Jisitas, yo veo bien que se permita el uso de celulares, con una salvedad: deberían por

SE medios técnicos de establecer el modo de que esas comunicaciones puedan establecerse

O exclusivamente con las personas con derecho a visita, de manera de evitar la utilización

de esta comunicación para otros fines distintos a ese mantenimiento de los vínculos

familiares a los que tienen derecho las personas privadas de la libertad. No sé si le ha

respondido o hay alguna otra cuestión que quiere que le amplíe. Dr. Vals. Buenas tardes

doctor. Le quería preguntar, porque cuando en el Centro Judicial Concepción se

implementó el sistema adversarial hemos visto la importancia que ha cobrado la Oficina

de Gestión de Audiencias. Esta oficina que entre otras funciones administrativas tiene la



de, precisamente, fijar las fechas de las audiencias, el despacho judicial, dirigida al

personal auxiliar. Y esto hace que antes los jueces que tenían la función jurisdiccional

propiamente dicha y además la administración de los recursos materiales y humanos ya

no las tenga. ¿Usted considera esto como algo valioso o piensa que puede haber algún

conflicto entre la OGA y usted cuando pueda desempeñar su vocalía en caso de ser

designado? Dr. Caramuti. Mire, doctor, con una sola salvedad que sí creo necesario

contar con algún tipo de asistencia en mi tarea, para mí es un alivio dejar de tener que

lidiar con la parte de recursos humanos. Yo creo que el espíritu del sistema es que el juez

cumpla con la función estrictamente jurisdiccional, que es escuchar a las partes en

audiencias, decidir y fundamentar la decisión; es decir explicar y dar cuenta de por qué

se decide en un sentido o en otro. Y para eso yo no necesito mayor personal, no necesito

manejar una gran cantidad de recursos. Además para mí es valioso dejar de tener que

lidiar con el tema de estar detrás de las notificaciones, asegurarse de que lo traigan al

preso en tiempo y en forma para que la audiencia pueda comenzar, cuando podría estar

ocupando ese tiempo en otras cosas que hacen a mí función jurisdiccional, cuando ahora

eso lo va a hacer la OGA. Entonces incluso la mayor parte de las audiencias y estoy

hablando de las audiencias en general, que la verdad es que no me estoy poniendo todavía

en Tribunal de Impugnación; todas las preguntas han sido muy generales y estoy

contestando más en base a la función que estoy cumpliendo ahora. Me gustaría que

después me hagan alguna pregunta sobre el Tribunal de Impugnación. Pero respecto a la

mayor parte de estas audiencias, incluso basta la fundamentación verbal en la audiencia

que se puede tomar de inmediato y comunicarla, labrar una simple acta y en la medida en

que esté el respaldo de audio y video, está la fundamentación para que las partes puedan

agraviarse y, eventualmente si no están de acuerdo, puedan recurrir. Lo que hay que hacer

es dar cuenta de los motivos, lo fundamentos de la decisión y tiene que haber algún tipo

de registro, que en este caso será audiovisual, para el control de las partes y eventualmente

en el Tribunal de Impugnación que después va a tener que intervenir. Y solamente basta

un acta con decir quiénes han estado, cuál fue el objeto de la audiencia y qué es lo que se

decidió. En los casos de audiencias de debate, sí hace falta una fundamentación escrita y

hay un plazo previsto a ese efecto. El único auxiliar que yo entiendo que el juez debe

tener es lo que actualmente se llama relator y qué va a pasar a ser el “auxiliar de doctrina
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y jurisprudencia”, que algunos equivocadamente dicen que la presencia de este

funcionario implica una indebida delegación de funciones. Yo entiendo que no es así y le

explico por qué entiendo que no es así: lo que es indelegable es el ejercicio jurisdiccional:

escuchar a las partes, tomar la decisión y dar la fundamentación. Eso lo hace el juez

personalmente y no le delega, pero el juez sí puede necesitar consultar alguna

jurisprudencia, alguna doctrina de un tema que va surgiendo en la audiencia,

especialmente en el debate, y mientras están en el debate no puede ir a consultarlo y puede

encargarle a alguien que busque los antecedentes jurisprudenciales y doctrinarios sobre

el tema u otras cuestiones. E incluso en la sentencia de fondo o en algún aspecto de otra

resolución que requiera algún tipo de fundamentación escrita es válido sin que implique

delegación de funciones, el juez tome la decisión, explique los fundamentos verbalmente

y luego le expliqué a ese auxiliar las líneas de los fundamentos y delegue parte de la

redacción, que no implica una delegación de la función jurisdiccional sino de aspectos

materiales de instrumentación y, obviamente, bajo mi supervisión, mi dirección y con el

control antes de la firma a través de la cual se asume la responsabilidad, ya en cuanto a

los fundamentos de esa decisión. No sé si le he respondido la pregunta o si le ha quedado

algo por aclarar. Dr. Sánchez. Buenas tardes, doctor Caramuti. Gusto en saludarlo. Lo

felicito por su desempeño. Dr. Caramuti. Muchas gracias. Dr. Sánchez. Mi pregunta sí

tiene que ver con el funcionamiento del Tribunal de Impugnación, pero en este sentido

me gustaría vincularlos también a la experiencia previa que usted tiene en el desempeño

del cargo de juez penal actualmente en el Centro Judicial Capital en esta instancia casi de

transición hacia la implementación. Entiendo que todos los operadores del sistema en

Capital están ocupados y preocupados por la implementación, y quería preguntarle lo

0 y» siguiente: si es que usted ha podido identificar algunos aspectos que le pueden parecer

problemáticos en la inminente implementación del nuevo Código Procesal Penal en el

Centro Judicial Capital; y desde esas situaciones que usted considera problemáticas, ¿cuál

sería el rol que deberá cumplir en su momento el Tribunal de Impugnación al resolver los

recursos que se plantean sobre las cuestiones que vayan decidiendo los jueces del colegio

o esto va a sentar una línea de interpretación del Código de Procedimientos y de algún

modo va a tener incidencia directa en el funcionamiento general del sistema? Es decir que

de lo que sería la función de juez de impugnación, ¿cómo incidiría esa función en los
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aspectos que usted considere ex ante problemáticos en esa implementación del nuevo

sistema en Capital? Dr. Caramuti. Lo que pasa, doctor, es que los aspectos dificultosos

o problemáticos que advierto respecto de la implementación son algunos aspectos más

bien prácticos. En esos aspectos prácticos más que la opinión, el consejo que uno puede

dar no tiene que ver con el estricto rol de la función jurisdiccional como Tribunal de

Impugnación. El Tribunal de Impugnación tiene un rol de controlar las decisiones que se

adoptan por los jueces del colegio de jueces, sea la investigación o etapa preparatoria en

los pocos casos que son susceptibles de impugnación ante un Tribunal de Impugnación o

sea de la sentencia dictada en el debate. Y problemas prácticos para cumplir ese rol por

parte del Tribunal de Impugnación, de momento no los veo. Es un tribunal que de acuerdo

a cómo está diseñado el modelo va a empezar con carga cero, aunque probablemente

pronto empiecen a llegar algunos casos. Habrá que ver cómo se organizan los aspectos

edilicios que la verdad yo no sé dónde va a estar la sede de ese tribunal, qué salas de

audiencias va a tener. Todos esos aspectos habrá que conversar con los pares en el caso

de que sea designado. Habrá que conversar la coordinación con la OGA, pero más allá de

que pudiera haber alguna dificultad que de momento no conozco para el Tribunal de

Impugnación, de la carencia de salas de audiencia en número suficiente, seguramente lo

primero que va a haber va a ser cuestiones de control de privaciones de libertad que son

unipersonales; va a requerir el funcionamiento por ahí simultáneo o paralelo de todos los

jueces, que vamos a hacer nueve, y no creo que haya nueve salas de audiencia. En fin,

hay una serie de cuestiones prácticas que yo las veo como dificultosas para la

implementación y hay que ver cómo se va acomodando, hay que empezar, está la decisión

política tomada, alguna vez hay que empezar y creo que todo va a ser mejor que lo que

tenemos actualmente. Creo que tenemos que recuperar la credibilidad de la ciudadanía,

hay mucha desconfianza de la ciudadanía en la actuación de los jueces y creo que este

sistema, este cambio de paradigma y de modelo va a contribuir para que podamos intentar

cambiar eso. Sí creo en que tenemos que ser cuidadosos y prudentes en el diagnóstico de

las dificultades prácticas y materiales que podemos tener para ir sugiriendo -ya

funcionando los distintos colegios- ciertos requerimientos que seguramente vamos a ver

que son necesarios para que el funcionamiento sea realmente allí y que en algún momento

no se llegue a trabar, no se haga algún cuello de botella y la celeridad que se pretende
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realmente se pueda lograr. No sé si es sido claro y sí ahí apuntaba la pregunta o apuntaba

a otra cosa doctor. Dr. Sánchez. No, doctor, era una pregunta acerca de su opinión. La

doy por respondida. Muchas gracias, doctor. Dr. Marquetti. Buenas tardes doctor. Yo

tengo una preguntita que en sí no tiene que ver con la parte técnica. Indudablemente el

fuero penal y el fuero contencioso administrativo intervienen en cuestiones donde tiene

que ver el poder político del Estado. Muchas veces la prensa, las redes sociales, la opinión

pública, cuestiona la independencia de los magistrados. se habla de la judicialización de

la política, la politización de la Justicia. ¿Cómo maneja esa situación? Dr. Caramuti. Yo

creo que hay que evitar tanto la judicialización de la política como la politización de la

Justicia -lo que no quiere decir que no haya que juzgar los hechos que haya que juzgar,

involucren a quién involucren- con la mayor Independencia que corresponde. O sea con

la independencia que la Constitución nos garantiza y que nos comprometemos cuando

asumimos el compromiso de ejercer la función judicial. Sí hay que ser muy prudente,

tener mucho cuidado, evitar que aún en aquellos casos donde haya que intervenir en

causas que involucren a personas públicas, no necesariamente políticos, se desvirtúe el

sentido de la intervención judicial que tiende a solucionar conflictos, eventualmente a

aplicar penas a quienes resulten responsables, donde también tenemos compromisos

institucionales, especialmente en la convención de lucha contra la corrupción, por

ejemplo, cuando hay delitos cometidos por funcionarios públicos; pero evitar que eso se

desvirtúe cuando corresponde intervenir con la independencia que corresponde para

llevar agua para uno u otro molino político que creo que son las cosas que desvirtúan la

independencia del Poder Judicial e incluso los ponen a los jueces, a veces, en ciertas
Ly
Ed . . oye ye presiones donde se adoptan determinadas decisiones que pueden favorecer a uno u otro
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¿Sector político, se le endilga que “es porque lo quiere favorecer”. Lo que no digo que en

algún caso no pueda ocurrir; a mí no me consta, pero lo que yo sí le puedo garantizar,

doctor, es que yo siempre he desempeñado y voy a seguir intentando desempeñar mi

función judicial con total independencia de esas cuestiones. Y hay otra cuestión que sí,

también, le quisiera contestar al respecto, acerca de ciertas cuestiones que se llaman

políticas no judiciables. Es cierto que hay ciertas cuestiones que son políticas no

judiciables y hay ciertas cuestiones que pueden tener implicancias judiciales que, no

obstante, pueden ser judiciables. Un ejemplo de eso es conocido indistintamente como
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caso “Verbitsky” o caso “CELS” justamente sobre la situación de las personas detenidas

y privadas de libertad en la Provincia de Buenos Aires y llegó a la Corte de la Nación,

creo que fue en el año 2005, y donde hubo un pronunciamiento, un hábeas corpus

correctivo colectivo para tratar de lograr sanear ciertas situaciones que tienen que ver con

uno de los supuestos del hábeas corpus que es, no sólo la privación ilegítima de la libertad

sino el agravamiento ilegítimo de las condiciones de libertad. Y ahí la Corte adoptó una

serie de medidas, que algunos cuestionaron, pero en ese fallo está muy bien distinguido

lo que es la fijación de las políticas que corresponde, exclusivamente, a los poderes

políticos, Ejecutivo y Legislativo, y el control que algunas de esas políticas no afecten

derechos constitucionales y convencionales a cuyo respecto los tribunales sí son

competentes, porque son garantes, frente a situaciones concretas, de garantizar los

derechos constitucionales y convencionales. Otro caso similar, donde también se hizo un

análisis sobre políticas públicas y no se dijo “esta es la política pública”, se dijo “esta

política pública es lesiva de tal derecho, de tal garantía” y exhortó a los poderes políticos

a instrumentar políticas, dentro de su órbita de competencia, que traten de solucionar esas

afecciones. El otro caso es el caso “Mendoza”, de una cuestión de derecho ambiental

sobre la Cuenca La Matanza-Riachuelo, donde también la Corte evaluó la política

ambiental al respecto y fijó algunas pautas que afectaban el derecho a la salud de las

personas que vivían en las riberas de esos ríos y que estaban afectados seriamente en su

salud en forma colectiva y, donde la Corte de la Nación intervino, en un amparo también

al que le dio carácter colectivo unificando, creo, varias causas, y también fijó ciertas

pautas que debían cumplir las políticas, no fijó políticas. Dra. Rodríguez Campos.

Doctor, esta situación de emergencia de salud y sanitaria y el aislamiento dispuesto por

el Poder Ejecutivo Nacional, acatado acá en la Provincia, ha llevado a que en el servicio

de justicia deban utilizarse herramientas tecnológicas que antes no estaban siendo

utilizadas para poder mantener el servicio de justicia, justamente. ¿Hay algunas de estas

herramientas que usted cree que se han vuelto, de alguna manera, necesarias en cuanto a

darles continuidad en su utilización, algunas que podríamos decir que llegaron para

quedarse, aquellas que resultan, realmente, una necesidad a futuro, además teniendo

presente la implementación del nuevo Código? Dr. Caramuti. Yo creo que todo lo que

sea sacarle el jugo a la tecnología, hay que sacarle el jugo a la tecnología. Yo soy muy
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diestro en algunos aspectos y en otras cosas no tanto. Manejo muy bien el Word, manejo

mucho la información de internet, busco mucha jurisprudencia, y vengo utilizando eso

con independencia de esta situación. Esta herramienta de las conferencias virtuales, las

entrevistas virtuales, me parecen que son una herramienta valiosa que, al margen de esta

situación del aislamiento social obligatorio, donde es prácticamente para ciertas cosas lo

único que podemos utilizar, pueden ser utilizadas también en tiempos de normalidad.

Creo que siempre hay que sacar lo bueno de las dificultades y a mí, por lo menos, la

verdad es que yo no manejaba mucho el tema de videoconferencias, manejaba otro tipo

de recursos tecnológicos y bueno, estoy tratando de familiarizarme y espero tratar de

sacarle el jugo no solo durante este período -que espero que termine pronto, siendo

realistas, creo que todavía falta- sino también una vez que se normalice pienso tratar de

seguir aprovechándolas. Dra. Rodríguez Campos. Muchas gracias, doctor. Se retira de

la sala virtual de reunión el doctor Carlos S. Caramuti. La Leg. Nadima Pecci se retiró de

la sala debido a problemas de conectividad. Doctor Agustín Francisco Puppio.

Entrevista. Ingresa a la sala virtual de reunión el doctor Agustín F. Puppio. Dra.

Rodríguez Campos. Buenas tardes, doctor. Bienvenido, muchas felicitaciones por su

desempeño en este concurso. Le voy a contar un poco las normas de esta entrevista, que

usted ya las conoce, ya que han sido puestas en su conocimiento con el instructivo. Ahora

le pregunto ¿usted se encuentra solo en la Sala? Dr. Puppio. Sí, me encuentro solo. Dra.

Rodríguez Campos. Le vamos a pedir que mire permanentemente la pantalla, también

le vamos a pedir que en caso de no entender la pregunta no repita la pregunta en voz alta,

sino que le solicite al consejero que preguntó que le reitere la pregunta, por favor. Dr.
a

Ay ¿>Puppio. Muy bien. Dra. Rodríguez Campos. Y como está usando auriculares le vamos
>

SA ¿$pedir que los utilice en todo el transcurso de esta entrevista. Le doy la bienvenida y le
SES

SS
S

voy a pedir que se presente ante los consejeros, nos cuente algún dato que le parezca

relevante que nos pueda presentar y, a continuación, los consejeros van a proceder a las

preguntas. Yo les voy a ir dando la palabra a medida que los consejeros van levantando

la mano en el orden que lo vayan haciendo. Le cedo la palabra, doctor Puppio y lo

escuchan los consejeros. Dr. Puppio. Muchas gracias. Antes que nada les hago extensivo

el saludo al resto de los consejeros y consejeras. Mi nombre es Agustín Puppio, me recibí

de la Universidad Nacional de Tucumán, finalice los estudios en el año 2005. Luego de
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eso ejercí un tiempo muy breve la profesión, después ingresé al Poder Judicial de la

Nación, por concurso, que es donde trabajo actualmente en el cargo de Prosecretario en

la Secretaría Penal del Juzgado Federal n? 2; este año cumplo 13 años de trabajo ahí.

Siempre he tenido la vocación y la idea de ir avanzando en la carrera judicial, pasando

etapas y esta posibilidad del Tribunal de Impugnación me pareció muy interesante. Dr.

Cossio. Doctor, felicitaciones por el concurso, No sé si usted tiene conocimiento, en estos

tiempos de pandemia, en la Justicia local se están realizando juicios orales virtuales; hay

un juicio de la Sala 1, de la Cámara Penal, que fue la última parte que concluyó con una

sentencia y ahora se está llevando a cabo en la Sala V un juicio en su totalidad en forma

virtual. Yo quisiera que usted me dé su opinión sobre esta herramienta nueva que se

presenta en estos tiempos, que también puede llegar a quedarse, ¿por qué no? Sobre todo

si afecta o no al derecho a las partes, al imputado y también teniendo presente que usted

va a actuar como Tribunal de Impugnación donde pueden llevarse a cabo planteos

unificatorios porque se viola o se supondría que se viola el tema de la presencialidad en

el debate oral y donde también se podría afectar el derecho del imputado, como tenemos

el juicio de la Sala L, que el imputado estaba separado físicamente de su defensora y no

tenía forma de conectarse. ¿Qué opinión le merece esto? Dr. Puppio. Sí he tenido

conocimiento por la prensa, básicamente, de los dos casos que usted, doctor, me está

planteando. En el caso del primer juicio tengo entendido que solamente fue la última

etapa, quedaba nada más que la declaración final del imputado -creo- juego los alegatos

y finalmente la deliberación del tribunal y la sentencia. En ese caso, me parece que no

hay mayor inconveniente con el principio de inmediación porque son actos que quizás no

son donde más cabalmente se pueden presentar estos inconvenientes, en esos actos que

quedaban pendiente me refiero. Esto por supuesto siempre -y lo aclaro: para todos los

casos- me parece importante la conformidad del imputado para todos los actos que se

estén realizando y que el tribunal escuche al imputado, especialmente. Por eso, si usted

me dice que el defensor o la defensora del imputado no estaba en la misma sala y no tenía

forma de comunicarse, me parece que eso ya es responsabilidad del tribunal asegurar el

derecho del imputado y verificar con él si es que verdaderamente ha podido satisfacer

todas las cuestiones o inquietudes que él tenía con relación al juicio de la manera virtual

en que se estaba comunicando con su abogada. Eso como primer momento para asegurar
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el derecho de defensa del imputado y como le digo, la inmediación. Ahora, otro tema que

usted plantea es la realización completa de un juicio mediante la modalidad virtual o

remota; en ese caso me parece que va a depender, en alguna medida, de cómo se interprete

el principio de inmediación, si se lo puede interpretar de un modo más amplio y flexible

o extremadamente restringido. Y también creo que tiene que ver el tipo de prueba que se

va a producir en el juicio. Dr. Cossio. ¿Me gustaría saber cómo lo interpreta usted? Dr.

Puppio. Yo lo interpreto al principio de inmediación como 1% forma en que el juez tiene
contacto con la prueba directamente, sin intermediario. Me parece que en una prueba

testimonial, por ejemplo, eso no tendría inconveniente, no se vería afectado el principio

de inmediación, que el juez pueda tomar las declaraciones testimoniales mediante la

modalidad virtual no habría problema. Ahora, hay otro tipo de pruebas que, por lo menos

en el proceso penal nuevo, se introducen de otra manera, que en ese punto yo tengo mis

dudas acerca de cómo podría funcionar eso. Me estoy refiriendo a la introducción, por

ejemplo, de elementos materiales o documentos que tienen que ser exhibidos para poder

ingresar al juicio. En ese caso, me parece que no creo que se pueda cumplir con el

principio de inmediación, siempre hablando de que el juicio se está realizando a distancia

entre las partes, porque también se puede realizar de manera virtual, por ejemplo, dentro

de un mismos recinto dividido por habitaciones, donde en una esté el imputado, en otra

esté el fiscal y en otra estén los jueces y se permita la publicidad del juicio, por supuesto.

Entonces, en ese caso quizás si la evidencia se la pueda mostrar a un imputado que está

en otra habitación, pero cuando el imputado esté en su casa, el tribunal también está en

su casa, en ese caso creo que habría que afinar un poco en el sentido de acordar algún tipo

Í 3 de protocolo con el imputado, con el fiscal, darle participación a la víctima también para

«Me opine cómo se va a llevar a cabo, previamente a hacer eso. Eso por un lado. Y después,

como le digo, también depende mucho de la complejidad del juicio y de las pruebas que

haya en el juicio. Si va a haber muchas pruebas materiales, documentales y que se tengan

que introducir, como le digo, ya se hace complicado. Ahora, si va a haber solamente

testimoniales, es mucho más fácil y también ¿por qué? porque el principio de inmediación

me parece, sobre todo en el sistema adversarial nuevo, próximo, ya no se entiende tanto

como la percepción sensorial de lo que el testigo está diciendo o de qué manera está

hablando, sino más bien es un concepto de credibilidad del testigo en el marco de una
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icoría del caso que plantean las partes. Entonces, esa es mi respuesta, por un lado, para

las testimoniales sí, para otro tipo de prueba que se tenga que producir tengo mis dudas

sobre las cuestiones remotas; habría que ver si se concuerda o se acuerda un protocolo

con las partes, por ejemplo, y en el caso de que sean salas contiguas eso podría facilitar

la cuestión. Eso es en general, más o menos lo que pienso. Dra. Rodríguez Campos.

Tiene la palabra el doctor Sale. Dr. Sale. Doctor, en primer lugar lo felicito por haber

llegado a esta instancia y hacerle una aclaración respecto de la pregunta anterior referido

a que, efectivamente, el imputado sí estaba en contacto con su defensora por vía

telefónica, aparte del juicio que se hacía por Zoom, ahí también tenía la posibilidad de

comunicarse con su defensa por conducto telefónico y podía pedir también que se

suspenda la audiencia, un cuarto intermedio, por si necesitaba preguntarle a su defensora

algo referido al juicio; o si debía contestar o no alguna pregunta. O sea que sí había ese

feedback y esa conversación con la defensa. Aclararle eso y ahora sí preguntarle, doctor,

qué opinión le merece el planteo de la suspensión de la persecución penal, la suspensión

de juicio a prueba, que en la actualidad se puede plantear hasta el momento mismo del

debate, pero con el nuevo Código, conforme el artículo 35, esto se puede plantear hasta

la audiencia de control de la acusación en la etapa intermedia, la audiencia del 260. ¿Qué

beneficios le ve usted que se limite en el tiempo este medio alternativo de solución de

conflictos, digamos, la presentación de la probation en el 260 y no hacerlo extensivo hasta

la oportunidad en que se fija el debate? Dr. Puppio. Le contesto concretamente la

pregunta. Me parece que en el marco del nuevo proceso penal, la salida alternativa, como

es el caso de la suspensión del juicio a prueba, los acuerdos reparatorios, etcétera, tienen

una importancia nuclear porque de hecho, por ejemplo, la ley del Colegio de Jueces dice

que el juez tiene que instar siempre el arreglo del conflicto, el acercamiento de las partes

a lo largo del proceso y de la audiencia preliminar. En el proceso penal del nuevo

adversarial, lo más caro, en relación a costos, lo más costoso es el juicio. Entonces, no

tiene sentido llevar un proceso penal hasta la etapa del juicio para que recién en ese

momento se arregle una salida alternativa. Entonces, justamente la efectividad de la salida

alternativa, por el lado de la regulación normativa, es decir, la salida alternativa para tener

efectividad, creo yo, desde dos puntos de vista. Un punto de vista es el normativo, donde

la efectividad va a estar en que cuanto antes se puedan concretar, es decir, cuando la ley
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- ponga un límite para que se pueda llegar a ese tipo de salida alternativa, eso va a impulsar

a que se recurra a ese tipo de medios. Eso desde el punto de vista normativo. Desde el

punto de vista fuera de lo normativo, me parece que la cuestión nuclear está en el control

de la medida alternativa, digamos, cómo se controla. Pero desde el punto de vista

normativo creo que los códigos, en general, adversariales han tratado de limitar por lo

menos hasta la etapa de la audiencia, de etapa intermedia, digamos, el control de la

acusación, el recurso de la probation. Es más, algunos códigos dicen que tienen que ser

en la primera audiencia de control de acusación para evitar que empiecen a suspender las

audiencias ilimitadamente de control de acusación y así se siga dilatando el proceso.

Entonces, desde el punto de vista normativo, la salida alternativa cuanto antes se realice,

ayuda a que el sistema pueda canalizar por ese lado los conflictos que se llevan, digamos,

los conflictos primarios. Dr. Sale. ¿Es posible o factible que un fiscal o el querellante

impugnen en una sentencia condenatoria? Dr. Puppio. Sí, en un sistema nuevo si, el fiscal

puede impugnar a favor del imputado. Eso está claro en el sistema nuevo y es una nueva

constitución también acerca del rol del fiscal. Dr. Sale. Una sentencia condenatoria, ¿me

entiende? El fiscal le presenta a usted, y usted como juez de impugnación, un escrito

donde impugna esa sentencia condenatoria Dr. Puppio. Por eso, una apelación del fiscal

a favor del imputado Dr. Sale. No a favor, porque el fiscal le está pidiendo pena, bueno,

está bien. Lo voy a sacar otro tema. ¿Qué opina de las detenciones domiciliarias que está

muy en boga, actualmente, en nuestro país? Dr. Puppio. Tema complicado es este que se

está presentado ahora. Creo que a ese tema se lo puede abordar desde una mirada a corto

/? plazo y otra ya más a largo plazo. Me parece que en el corto plazo la situación es clara:

YA hay una situación de una enfermedad, de una pandemia que no tiene todavía vacuna, que
>ngeticne todavía medicación, por lo tanto, el distanciamiento social y las medidas de

ES

E IT Sigieno son la única posibilidad de evitar la expansión. Por el otro lado, tenemos cárceles

y 2 donde la característica principal es la superpoblación y el hacinamiento; y también hay

un mandato constitucional que manda a proteger la salud de los internos. La Constitución

dice “las cárceles serán sanas”. Entonces, en ese marco me parece que resulta razonable

e incluso necesario, siguiendo recomendaciones incluso de organismos internacionales,

buscar alguna salida que descongestione un poco la situación carcelaria. Dr. Sale. Dada

la conmoción que hay, digamos, social, usted ve que hay muchos otros poderes aparte del
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Poder Judicial que han declarado sobre este tema, hay gente que está aterrada porque

muchos penados salen en prisión domiciliaria, ¿usted cree que el Poder Judicial por medio

de la oficina de prensa o Secretaría de Prensa debería indicar o no, no sé, que estos

recaudos se toman de acuerdo a las previsiones de la Ley 24660 y de los derechos que

tienen los imputados o cree que la fundamentación únicamente debe estar en la sentencia?

Digamos, ¿el Poder Judicial, como Poder, debe decir: “Mire, esta es la situación, se está

haciendo todo conforme a la 24660, creo que el artículo 32 es el que habla de este tema”,

explicarle a la sociedad sobre este tema o cree que, simplemente, la sentencia de cada juez

debe explicar los motivos de la liberación? Dr. Puppio. Bueno, ahí hay dos cuestiones,

una cuestión que yo quería completar muy brevemente de lo anterior, es que esto tiene

que ser hecho bajo determinados parámetros, no es que se va a liberar así, directamente.

Y con respecto a su pregunta puntual, hay dos salidas, una salida es que quizás los propios

jueces sean los que expliquen a la prensa y a la sociedad las razones por las cuales han

decidido el arresto domiciliario, etcétera. Y la otra cuestión ya es una comunicación

institucional como lo ha planteado usted, del Poder Judicial. Yo creo que las dos formas

de comunicar serian buenas, me parece que sí existe un caso conmocionante en Tucumán,

no sé si hoy apareció la noticia, pero en general, por ejemplo, la noticia de la prensa es

del caso del violador que lo mandaron a la casa, en ese caso sí me parece que el Poder

Judicial podría haber emitido un comunicado institucional y no dejar que el juez explique,

a veces por las redes sociales, por qué tomó esa decisión. Yo creo que sí es muy positivo

y creo que la oficina de prensa podría hacer un comunicado informando, sobre todo, las

resoluciones que actualmente se tomaron respecto de la liberación de presos, explicar

cuáles se tomaron para que la sociedad sepa cuáles arrestos domiciliarios se dieron, por

qué delitos fueron. También para evitar que circule mucha información en la prensa que

no se sabe, por ejemplo, el número cierto de presos liberados y no sabemos porque el

Gobierno da una cifra, la prensa da otra cifra, ahí sería importante que el Poder Judicial

lleve una contabilidad y lo vaya informando a través de sus medios institucionales. Dr.

Sale. Para mí es suficiente, muchas gracias, doctor. Leg. Najar. Buenas tardes, doctor.

Teniendo en cuenta que el Tribunal de Impugnación, al que usted aspira integrar, es un

órgano colegiado, ¿considera que se encuentra capacitado para desarrollar la tarea

mancomunada en este Tribunal que lo requiere, conjuntamente con un equipo de trabajo
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y conjuntamente con la tecnología que actualmente se está utilizando? Dr. Puppio. Sí,

totalmente. Me parece que, por un lado, en mi experiencia laboral siempre trabajé en

equipo, siempre he tenido la posibilidad de trabajar en equipo que, por supuesto, es un

desafío porque las personalidades y los caracteres son a veces muy diferentes, pero me

parece que es muy importante, como usted dice, el trabajo mancomunado. Creo que uno

tiene que tener disposición para hacerlo, creo también que esta responsabilidad

institucional de un cargo de Juez del Tribunal de Impugnación merece estar a la altura de

la circunstancia y propender, justamente, al trabajo mancomunado. Por eso, yo creo que

estoy capacitado, tengo experiencia en trabajar de esa forma, no niego que tiene sus

dificultades pero uno tiene que ir adaptándose y, como le digo, uno tiene que estar a la

altura de las circunstancias porque ya no se trata de algo que uno pueda dejar librado para

algún tipo de inconveniente sino estar a la altura de las circunstancia del cargo y de la

responsabilidad. Leg. Najar. Y con relación a la tecnología, a la parte virtual, ¿cómo

haría? ¿La utilizaria?, ¿no la utilizaría?, ¿cómo lo haría? Dr. Puppio. ¿Usted se refiere si

la utilizaría para las decisiones jurisdiccionales y ese tipo de cosas? Leg. Najar. Sí,

incluso también a los tipos de expediente, a la digitalización de los mismos Dr. Puppio.

El Tribunal de Impugnación va a funcionar a partir de una OGA que tiene ya todas las

cuestiones digitalizadas, digamos, se digitalizan las audiencias, de ahí el juez puede

acceder a las audiencias con el pedido de la OGA, o sea que, prácticamente ya está todo

digitalizado. Así que creo que no es mucha la opción que le queda a un juez del Tribunal

de Impugnación, sino que tiene que saber, por lo menos, manejar la tecnología,

yeM/S mínimamente, hasta le diría que ya es un requisito del cargo ante el modo de organización
AN

S

ES e tiene la Oficina de Gestión de Audiencias. Así que, sí, de hecho esta situación de

E pandemia también ha obligado a que esto se tenga que utilizar para cumplir determinados
ye > ; . Ñ Ñ .> ISEo actos. Sí, me parece que uno tiene que estar dispuesto a seguir aprendiendo, por supuesto,

9 se . . : :
sE porque la tecnología avanza tan rápido que uno queda desactualizado en poco tiempo.

Entonces, me parece que sí. Dra. Rodríguez Campos. Tiene la palabra el Consejero

Padilla. Dr. Padilla. Buenas tardes, doctor. Le quiero hacer una pregunta o más que nada

ver su opinión. ¿Qué opina del auxiliar de doctrina y jurisprudencia en una eventual

delegación en la redacción de las decisiones? Dr. Puppio. Uno de los principios de la

reforma procesal es, justamente, la prohibición del juez de delegar las funciones a su



asistente, que es lo que se tenía actualmente en el sistema anterior. ¿Esto qué implica?

Implica un deber del juez de tomar las decisiones en la audiencia en el momento,

inmediatamente, es decir, evitar postergar la decisión, salvo que sea un caso

extremadamente complejo, por supuesto; pero la idea de las audiencias es que la decisión

la tome el juez oral e inmediatamente y evitar la postergación de la decisión. Esto también

lo vamos a ver de acuerdo a cómo empieza funcionando el sistema, pero el auxiliar de

doctrina y jurisprudencia podría cumplir una función útil al juez quizás en determinados

asuntos complejos, repito, la idea es que el juez la tome inmediatamente a la decisión y

no recurra constantemente a suspensiones o a postergaciones de la decisión y que termine

siendo una función del auxiliar de doctrina y jurisprudencia que venga de nuevo a reiterar

o a volver a instalar las prácticas que, justamente, se quieren erradicar con este sistema.

Dr. Sánchez. Doctor, voy a formularle una pregunta que tiene más que ver con una

opinión suya, no pasa por conocimiento sino por un análisis personal que usted haga y se

lo pido en ese sentido. Entiendo que el funcionamiento del nuevo sistema en Capital

genera algunas preocupaciones en torno a situaciones que pudieran presentarse como

problemáticas en la puesta en funcionamiento, y me gustaría saber si usted ha tenido

oportunidad de analizar esos potenciales aspectos problemáticos de la implementación

del nuevo sistema y cuál le parece que sería el rol, como juez del Tribunal de

Impugnación, que le correspondería en la solución de esos problemas que pudieran

plantearse en el desarrollo de la aplicación del Código en el Centro Judicial Capital? Dr.

Puppio. Las problemáticas que se pueden plantear ¿usted dice exclusivamente en el

nuevo sistema? Dr. Sánchez. Sí. Dr. Puppio. Las problemáticas que se pueden plantear

son, quizás, propiamente, más allá de las administrativas que puedan surgir, para eso

digamos que se está haciendo un trabajo bastante interesante en la organización de la

OGA hasta el momento, tiene que ver con la calidad del sistema que va a depender de la

destreza de los litigantes, va a depender de la buena fe con la que actúan los fiscales y los

defensores, va a depender de la posibilidad que tengan los abogados también de

capacitarse, porque de esa forma, en el nuevo sistema, lo que pasa a ser central es la

litigación. ¿Qué es la litigación? Es donde se construye, justamente, esta verdad que antes

la buscaba el juez en el proceso de tal forma que me parece que la problemática que se

puede llegar a plantear en un principio, podría ser esa, independientemente de cuestiones
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administrativas como le digo- o incluso cuestiones estructurales que puedan afectar al

Ministerio Público Fiscal porque es el que tiene que tener el rol más activo en el sistema

nuevo, en el sentido de poder hacer que el sistema funcione verdaderamente como se

pretende, es decir, como un sistema donde se procesan únicamente las causas importantes

y donde el conflicto primario se puede solucionar con salidas alternativas del proceso.

Creo que también es una tarea de los colegios de abogados poder ayudar a las defensas

privadas, a la defensa pública. Me parece que, por lo menos de lo que conozco y tengo

contacto con gente de la Defensa Pública, me parece que están bastante capacitados;

quizás al profesional independiente le puede resultar un poco más complicado. Pero

bueno, sí, sin duda van a empezar a surgir problemas sobre todo en un Centro Judicial

que tiene mucha complejidad; pero también me parece que el sistema tiene que empezar

a andar para que ahí se vayan detectando cuáles van a ser los problemas más importantes

y que requieran una solución más inmediata. Eso es lo que le puedo contestar, ¿no sé si

usted apuntaba a eso, doctor? Dr. Sánchez. Sí, muchas gracias. Dra. Rodríguez

Campos. Muchas gracias, doctor. Se retira de la sala virtual de reunión el doctor Agustín

F. Puppio. Doctor Facundo Maggio. Entrevista. Dra. Rodríguez Campos. Con

respecto al concursante Facundo Maggio estoy excusada, por lo que me voy a retirar de

la sala. Se retira de la sala virtual de reunión la doctora Eleonora Rodríguez Campos.

Asume la Presidencia el doctor Antonio Estofán. Ingresa a la sala virtual de reunión el

doctor Facundo Maggio. Dr. Estofán. Buenas tardes, doctor. Lo felicitamos por llegar a

esta instancia y le pedimos para que los consejeros que no lo conocen tomen una idea de

quién es usted, que se presente, por favor. Dr. Maggio. Soy Facundo Maggio, tengo 41

¿vaños, cumplo 42 el sábado, actualmente soy Juez Penal a cargo del Juzgado de Instrucción
O

SlEdel Centro Judicial Capital, con anterioridad ejercía la profesión independiente. Yendo

para atrás, en el año 2009 lo hice en Buenos Aires, en un estudio penalista y acá estuve

unos años como abogado en Fiscalía de Estado, profesión particular y después me interesé

en el tema de la Magistratura. Concursé para distintos cargos y tuve la suerte de quedar

para Juez Penal el 13 de abril de 2018, así que en el Poder Judicial soy más o menos

nuevo; hago ganancias. Dr. Estofán. Doctor, le voy a recordar dos o tres normas

establecidas, que usted ya las tiene presentes pero se las recuerdo. No se puede retirar los

auriculares y en forma permanente tiene que estar mirando la pantalla, ¿estamos de
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acuerdo? Dr. Maggio. Sí. Dr. Estofán. Tiene la palabra el doctor Sale. Dr. Sale. En

primer lugar lo felicito, doctor Maggio, por haber llegado a esta instancia y preguntarle

esta opinión que a usted le merece respecto del cambio de paradigmas que ahora vemos

nosotros en el procedimiento Penal y, fundamentalmente, en el Derecho Penal donde

pasamos del Derecho Penal represivo a un Derecho Penal consensual, de un sistema

procesal acusatorio mixto, que es el actual, a un Derecho Procesal Adversarial y gracias

a este tema de la pandemia el trabajo de audiencias, con este sistema remoto, digamos,

¿eres usted que este cambio, en definitiva, va a ser más beneficioso para el justiciable y

para la sociedad? Dr. Maggio. Empiezo por el final. Sí es más beneficioso para la

sociedad, para el Poder Judicial, para las partes y voy a tratar de ser lo más práctico posible

en la respuesta para ser concreto y no irme por las ramas de cuestiones que hacen irse del

foco. La pregunta es amplia, yo creo que lo principal que lleva a estos cambios, en general,

tanto las reformas como los métodos tecnológicos aplicados, como esta situación que nos

impuso la opción urgente de métodos que por ahí lo pedíamos en más tiempo nos llevan

a ver que la meta es solucionar el conflicto Penal. El tema consensuado, por así decirlo,

en la oralidad, es consensuado con la ley. ¿Qué quiero decir con esto? La solución de

conflictos a veces nos va a poner la posibilidad de llegar a acuerdos o soluciones

alternativas y en otra forma nos va a hacer llegar a un juicio rápido, no con una solución

alternativa sino con el juicio clásico, que nos llevaría de la mejor forma posible y rápida

a una sentencia, quitando lo que es la notoriedad de los pasos intermedios, es decir,

sacando un poco esto de que lo mediático es que si comunica tanto prisiones preventivas,

como periciales, un conflicto una absolución, un conflicto una condena. Creo que todo va

de la mano, por eso me parece la pregunta amplia, porque la reforma nos va a acotar los

plazos de la investigación y del debate a exponer a la justicia ante la sociedad, no nos

queda otra. Lo que hace la audiencia oral es exponer el trabajo de un juez, de cualquier

parte responsable del Poder Judicial, ante la sociedad; mostrar, porque tiene la

potencialidad de que una audiencia pueda ser vista por cualquiera. Entonces, eso hace dos

cosas; una, demostrar la capacidad del defensor, del fiscal, del juez para resolver un

conflicto, si sabe o no sabe, si fundamenta o no fundamenta, si es claro y, sobre todo, dar

la cara en la resolución del conflicto que le llega ante la sociedad, nada más ni nada menos

que estando grabado. O sea, no hay otra forma que asumir el juez -las cabezas de esto que
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viene con la reforma-, los jueces, los fiscales, resuelvan el conflicto y no quede delegado

en lo que sabemos en la práctica que están distribuidas las cuestiones discrecionales por

ahí se mezclan con lo administrativo. Entonces, dividir lo jurisdiccional en audiencias

orales y lo administrativo en equipos de trabajo administrativo, creo que llevan a que cada

uno mejore en lo suyo y no que quede todo mezclado y perjudique, digamos, de esa forma,

o burocratice lo que son los procedimientos. Perdón, fueron muchas cosas, pero me sale

resumirlas así, porque era una pregunta amplia. Dr. Sale. Este nuevo instituto que se viene

con el nuevo Código Procesal que nos habla de los criterios de oportunidad, en donde se

puede prescindir totalmente o en parte de la acción o de determinados hechos o de

determinadas personas que han participado en el hecho, ¿usted no cree que esto pueda

generar nuevos conflictos con la ciudadanía? ¿O usted cree que debería informarse de

manera adecuada de qué se trata este instituto para evitar ese conflicto? Dr. Maggio. No

creo que traiga problema porque esto que va de la mano con una reforma da claridad a lo

que pasa. Con un vocabulario sencillo cualquier audiencia se le puede explicar a las partes

qué es lo que significa la solución del conflicto y ver su opinión. En algunos casos poder

tener una vía de poder continuar y si uno es claro, creo que sucede en la actualidad de las

audiencias, se le explica a la víctima personalmente por qué. Por ejemplo, un juez —me

pasó a mí- acepta una salida alternativa de conflicto y demuestra o lo cree hasta hacerle

entender que puede ser lo mejor. De hecho ha pasado dentro de una audiencia oral -lo

digo por experiencia propia para hacerlo claro, un caso real- una víctima puede no

entender y se pospone la audiencia para que su representante le explique bien, no hay

apuro para eso. Ha sucedido que después accede a una reparación y aparte se le dice la

ES

Se SS hasta qué punto puede ser mentirle un poco a la víctima de ese hecho. Así que no tengo

;

A
LL

o SS realidad, seguir con una causa, esto en el sistema viejo que no se sabe cuándo termina, no

55

AR ao
dudas que si se explica bien, está claro que va a ser bien aceptado por la ciudadanía. Dr.

Sale. Hace poco hemos tenido acá en la Provincia -creo que todavía sigue- un conflicto

con los pueblos originarios ¿Hasta dónde llegan los derechos?, si usted quiere la contesta

porque tiene actualidad el tema, ¿hasta dónde llegan los derechos del pueblo originario,

hasta dónde los del Estado, en donde digamos la cacique del caso de Tafí del Valle se

arroga el derecho de controlar la circulación? Además, hay que reconocer que ellos están

avalados por tratados internacionales y porque tienen derechos especiales que están
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reconocidos en la Constitución Nacional. Esta tensión de derechos que hay ¿cómo la ve

usted o cómo la entiende? Dr. Maggio. La veo como que tiene que ser resuelta

rápidamente por la Justicia. Creo que lo que cada uno puede o el derecho que tiene está

impuesto por la ley y no por lo que nos puede parecer. Creo que si a la ley se la interpreta

bien tiene muchas mejores respuestas de las que pensamos. Yo puedo hablar del tema

hasta cierto punto, no por evadir la respuesta, sino porque incluso estoy de turno y tiene

mucha vigencia estos temas de la pandemia, de la restricción. Pero lo cierto es que no

tengo dudas que primero la solución debe darse y tiene que ver con lo que dijimos antes:

si este caso es resuelto conforme a la ley y de forma rápida por la Justicia, creo que la

comunicación de la solución del conflicto a la sociedad va a ser beneficioso. Lo que

tenemos que generar y entender es que nosotros con nuestras resoluciones hacemos un

Estado, un lugar con seguridad jurídica, donde cada acto pueda ser comunicado y que

entienda que puede tener una consecuencia de determinada manera. Lo peor que puede

pasar es que si hay un conflicto con la ley penal es que no se resuelva. Lo que quiero decir

es que lo de los derechos originarios tienen extensa percepción legislativa que quedará

enmarcado o no en el caso concreto, lo importante es que se comunique dentro del caso

y se exponga la solución del caso, como corresponda. Dr. Sale. Para mí es suficiente.

Gracias. Dr. Cossio. Doctor, lo felicito por haber llegado a esta instancia. Doctor,

últimamente estamos viendo que en los tribunales locales se están realizando juicios

penales remotos. Quiero saber su opinión sobre esta mecánica en juicios orales con el

principio de la inmediación y sobre todo teniendo en cuenta de que esto se puede extender

en el tiempo, se puede llevar no solamente a casos que estén consensuados con el

imputado, llevar el juicio de esta manera, sino en casos que aun en contra del

consentimiento de él. Entonces, me gustaría saber, si llega a ser miembro del Tribunal de

Impugnación y tiene que convalidar o no este tipo de proceso, ¿cuál es su opinión? Dr.

Maggio. Sin miedo de opinar sobre el tema por más que sea juez de impugnación, cada

caso concreto se deberá ver si hay una vulneración al derecho de defensa en cuanto lo que

básicamente el mayor problema es la recepción de las testimoniales en un juicio oral. Es

lo que más inquietudes trae aparejado en esto de las videoconferencias. Por la experiencia

propia no es nuevo la recepción de testimoniales vía remota, ya ha pasado en juicios en

tribunales federales ya desde el año 2010 han sido validados por lo que
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jurisprudencialmente están aceptado. Así que lo cierto es que una cuestión es que tenga

las mayores previsiones posibles, la recepción de un testimonio, que creo que se puede

dar con la comparecencia de una persona en un lugar intermedio para ver que estén dadas

las garantías de que ese testimonio sea puesto en forma con la inmediatez necesaria y

preservando los derechos de las partes, y con eso no hay una nulidad por la nulidad misma,

digamos, que la testimonial no sea presencial. En muchos casos he leído que la video

conferencia permite incluso revisar con mayor precisión gestos en las declaraciones,

percepciones de cómo una persona contesta las preguntas, porque una persona en un juicio

oral tradicional, un juez puede distraerse si de repente hay gestos que puedan modificar

la valoración de un testimonio y que en una instancia de remisión, la filmación de ese

testimonio, quede hecho sucede -como decía en los casos federales- aun prestados en

forma presencial son grabados y eso es lo que es revisado en un Tribunal de Impugnación.

Entonces de por sí no creo que sea un problema. De hecho hay muchas cuestiones que

por lo menos está pandemia va a dejar como novedoso y que creo que no van a cambiar,

digamos, que van a ser incorporadas y no dejadas de lado cuando termine la pandemia.

Básicamente en el juicio oral el problema es lo de las testimoniales; y por otro lado, no

creo que haya tantos juicios en el cúmulo de juicios que hay para debate, que exista tanta

cantidad de testigos como para que no se pueda activar lo que son los juicios orales aun

con la pandemia. Es mi percepción y siempre resguardando todos los derechos de la parte.

Creo que hay que ver cada caso concreto, pero para mí realmente hubo un hecho, ya

existió con las mínimas previsiones, cuidando la salud de las personas puede continuar

siendo así. Y lo último: no hay tantos juicios orales que se están haciendo en forma virtual

en el país. Recién ahora hubo una etapa en Tucumán y ahora entre hoy y mañana un juicio

Mal Estoy seguro que esto va a animar a todos a una competencia constructiva a empezar
$

se prueba o no se empieza, sí que nunca se va a poder hacer, la Justicia se paraliza y eso

realmente es escandaloso. En Penal no se puede, la verdad. Dr. Marquetti. Buenas tardes,

doctor. Le pregunto sobre la relación entre magistrados y redes sociales. Yo entiendo que

los magistrados al igual que cualquier ciudadano tiene derecho a una vida personal,

familiar, pero son tiempos en que por ahí donde la sociedad y los medios de comunicación



muchas veces cuestionan ventilar cuestiones de la vida íntima personal, familiar; por ahí

la gente la toma a mal, a veces la opinión pública es muy crítica, eso no solo le pasa a los

magistrados y funcionarios del Poder Judicial, sino también a la clase política de los otros

poderes. ¿Cómo considera usted que debe ser el vínculo del magistrado vinculado con la

cuestión ética, si se puede decir? Dr. Maggio. Personalmente, creo que el uso de las redes

sociales para los magistrados puede ser imprudente si se hablan de determinadas cosas u

opiniones que -como dice usted- si bien lo pueden hacer, la verdad es que se corre un

riesgo grande, innecesario que pone en tela de juicio a toda la Justicia. Entonces, creo que

en el caso de redes sociales o al menos me sucede a mí, más allá de que la comunicación

con familiares, fotos de niños, para comunicación sería lo más conveniente y lo más

prudente. Ahora, sí creo que tiene que haber una comunicación fluida de los magistrados

con la sociedad; se puede dar directamente con las audiencias públicas, pero a veces sí es

útil, sea por vía de medios de comunicación de la Corte o los propios magistrados, hay

veces que hay casos que merecen que los jueces o los magistrados se muestren trabajando

abocados a un tema, dando información, sin ventilar datos sensibles, pero comunicando

por ahí a la gente, respondiendo preguntas por medio de canales de comunicación. Pero

el tema de las redes sociales como le digo para mí la prudencia lleva a limitar aspectos de

comunicación familiar y nada más, porque innecesariamente se pone en riesgo a todo el

Poder Judicial, no solo a la persona que puede emitir opinión. Hay jueces que usan hasta

con términos políticos, no en nuestra Provincia, me refiero a Buenos Aires, Justicia

Nacional, que vale, pero la verdad es que la gente empieza a discutir, a generar polémica

y se manipula un poco lo que debe ser la imagen de la justicia. No sé si le he respondido.

Dra. Seguí. Buenas tardes, doctor. La pandemia puede llevar a las cárceles a estar en una

crisis más aguda. Hoy, por ejemplo, se dieron resultados de testeos en la Villa 31 y de 31

testeos realizados, 20 dieron positivos. Eso está pasando horizontalmente en los grupos

de personas de mucho contacto, cerrados, mucho más que eso se puede esperar en una

cárcel. En caso que se agudizara esta cuestión y le tocase a usted decidir, ¿qué derechos

eslán para usted en juego?, ¿cómo salvaría, protegería los derechos de las personas aun

de los delitos más aberrantes? ¿Cuáles son para usted esos delitos que hoy la sociedad

considera más aberrantes? ¿Cómo se conduciría allí? Dr. Maggio. Estoy en el tema y le

puedo dar mi respuesta, porque estando de turno tengo día a día estas situaciones y no
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deja de ser mi criterio sobre el tema. En primer lugar, estamos en una etapa inicial de esta

pandemia donde se están generando previsiones desde las autoridades sanitarias y

penitenciarias para poder prevenir los casos que tengan que ver con la pandemia, esto es

grupos de riesgo que necesiten aislamiento y personas con síntomas que mientras se hacen

los controles pertinentes también estén aislados en otro lugar que los aislados del grupo

de riesgo. Esa es una previsión que se hace. Le comento que hay protocolos que se

realizan; yo estando de turno hace un mes tengo un protocolo interno sobre el tratamiento

de habeas corpus preventivos por varios temas, incluso por el tema del artículo 205 del

Código Penal y los correctivos que los denomino correctivos COVID-19, donde

separamos por grupos de personas que tienen síntomas, que tiene grupos de riesgos y

hacemos un circuito de controles médicos para ver cuál es la solución que la ley nos

impone sobre ese tema. El límite que usted me pregunta, los bienes jurídicos en juego

son: la vida de las personas, la libertad y la restricción de la libertad regulada por ley y

las previsiones normativas que habilitan o no, en su caso, a detenciones domiciliarias.

Hoy por hoy estamos en una etapa donde es controlable en el sentido de que no hace falta,

en la mayoría de los casos, sacar a las personas a domiciliarias, porque están dadas las

condiciones en general para tener lugares de alojamiento, de aislamiento interno y

mientras tanto hagan controles de COVID-19 que por el momento en la población de

detenidos de la Provincia no tuvo casos positivos. Eso por un lado. Dra. Seguí. No se les

hizo y estaba previsto hacerles masivamente. Dr. Maggio. Yo tuve casos de Hábeas

Corpus. A ver, no tengo problemas en contarlo, una persona equis dijo tener síntomas fue

a un lugar —le cuento porque es algo práctico y disparó un protocolo dentro del juzgado-

¿$osotros primero pedimosa la parte si tiene algún comprobante para no saturar los lugares

2 de salud; si no lo tiene lo mandamos al CAPS más cercano para que nos diga con una
constancia qué es lo que tiene y a eso lo mandamos al cuerpo médico forense para que

nos diga a raiz de eso qué debemos seguir, porque uno no es profesional de la Salud. En

ese caso la persona decía tener fiebre y cuando fue a un CAPS se le dijo que tiene

diagnóstico de resfrío, pero se le hace un hisopado de COVID-109 y se sugiere aislamiento

hasta que esté el resultado. O sea, a la persona había que aislarla, no quería decir que

tenga COVID-19, pero podía tenerlo. La Provincia tiene un lugar, que es el ex-Roca, de

aislamiento para personas con síntomas; se la deja en ese lugar, a raíz del habeas corpus



no volvió al lugar de detención y a partir de ahí cuando le dieron el resultado, que dio

negativo, se le pasó la fiebre y volvió a su lugar donde estaba privado de la libertad. Estos

casos seguramente puede ser que se multipliquen, pero por el momento, como les digo

están contenidos porque hay previsiones administrativas y judiciales que hacen que

haciendo lo que corresponda, esta persona tenga la respuesta para garantizar su salud y

no agravar ni mortificar su vida, digamos que su detención sea, lo que es el presupuesto

del amparo, una mortificación y agravamiento de las condiciones de detención. Ahora

bien, sobre los delitos más aberrantes que claramente están los delitos de lesa humanidad,

de homicidio y de violación, en principio los protocolos se cumplen igual. En definitiva,

las cuestiones de salud son tratadas porque si llega a tener COVID-19 ya es un protocolo

sanitario que hay que activar, pero mientras tanto -como le digo- no cambia porque están

los lugares previstos para que pueda en principio no volver a su domicilio poniendo en

riesgo como son cuestiones de público conocimiento no solo por la gravedad del delito,

sino lo que puede significar para una víctima que una persona esté en su caso, o sea, se

convierte en un riesgo procesal en la morigeración de la prisión preventiva. Si yo a una

persona que está en juicio, una víctima de violación, porque fue un caso público creo que

en Buenos Aires, lo dejo al detenido al lado de su casa, yo a esa víctima si la hago declarar,

posiblemente ya lo haga con miedo. Entonces, todo eso tengo que regular en cada caso

concreto. Yo no puedo generalizar porque le aseguro que no sabe la cantidad de

particularidades que tiene cada caso. Yo lo que sí le puedo decir es que en mi unidad

Jurisdiccional, sin perjuicio de los habeas corpus que se presentaron, la domiciliaria se

dio un caso por estafa y otro fue un aislamiento, pero no hubo necesidad de domiciliarias

en casos graves. Ahora, bien esa es la diferencia. Ahora, por supuesto que un delito grave

merece profundamente un análisis por el tema de los riesgos procesales en sí mismos; por

eso le digo la respuesta a cada situación, para mí está contenida en la ley y no queda tan

librado a lo que un magistrado pueda decidir libremente. Y tuve otro caso, de una mujer

embarazada, pero lo que en definitiva está prevista en el artículo 32 de la Ley 24660, es

decir que es que fue por el COVID-19, sino que fue por embarazo. Y destaco otra cosa,

una cosa son los condenados y otro los procesados por el simple hecho de que el artículo

11 de la Ley 24660 dice, que todas las previsiones de dicha ley se aplicarán a procesados

siempre que se respete de la mejor forma posible la personalidad y el principio de
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inocencia de la víctima. Son muchas regulaciones para cada caso concreto. Dr. Sánchez.

Felicitaciones a usted por su desempeño en el concurso. Mi pregunta es sencilla, es de

opinión, se basa obviamente en un análisis que usted pueda haber hecho en base a su

experiencia en el rol de juez. ¿Querría saber si usted puede identificar algún aspecto

relativo a la implementación inminente del nuevo Código Procesal Penal en el Centro

Judicial Capital que le parezca que pueda generar algún tipo de problemática en la puesta

en funcionamiento del sistema; y si eso es así, si usted ha identificado algunos aspectos

que le pudieran parecer problemáticos debido a la carga de trabajo, debido a lo que se

conoce como el sistema residual, si en su función de juez, el Tribunal de Impugnación va

a tener algún rol especial en cuanto a solucionar de algún modo esos inconvenientes o

esos problemas que se puedan plantear en la aplicación del nuevo Código de

Procedimiento en este contexto que tenemos en la justicia en la ciudad Capital por la carga

de trabajo, por el volumen de casos, por la complejidad de esos casos? Dr. Maggio. Bien,

voy a tratar de ser corto, porque sé que me estoy extendiendo mucho con las respuestas.

Le pido disculpas. En principio hay dos situaciones. Una, la carga de trabajo se soluciona

con mayor carga horaria de los magistrados en la atención de las audiencias, es decir, será

a la mañana, será a la tarde, mayor distribución de audiencias, digamos, eso por un lado.

Por otro lado, tienen mucha importancia variables que creo que va a haber que respetar

que son el tema horario, puntualidad, que las audiencias empiecen en un horario donde

empieza a trabajar tribunales que son las 7 de la mañana. Si eso se hace yo creo que se va

a descomprimir mucho en lo que es lo inminente. Los problemas de implementación -y

hablando del Tribunal de Impugnación- creo que hay muchos temas que van a surgir

¿cuando arranque todo y que se resuelven jurisprudencialmente, si llegó o no el mail, si

fue de cortesía, si fue 15 minutos, si llegó a los 20 y le dio por caída la audiencia. Creo

que una buena comunicación entre la OGAy los jueces, los cuerpos de profesionales, el

Ministerio Público Fiscal, la Defensa y que el Tribunal de Impugnación participe

activamente en lo constructivo de eso y con una mirada dinámica en la resolución de los

conflictos que se les presente, es la mejor colaboración que puede haber. Yo creo que

cualquier solución que tienda a preservar la legalidad del proceso y a hacerlo rápido

contribuye a todas las partes del proceso; por el contrario, planteos que tengan que ver

con cuestiones poco prácticas, poco dinámicas, que no sean sencillas, que no sean
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abreviadas y que el Tribunal de Impugnación tome esa línea, que tiene libertad de hacerlo

por supuesto, va a entorpecer todo el sistema de justicia. La mejor respuesta es

Jurisprudencial por los fallos que dicte. Dr. Vals. Ya algo ha dicho, pero le pido un poco

de profundización. La OGA tiene entre otras funciones administrativas la de organizar las

audiencias, el despacho judicial, la dirección del personal auxiliar, la gestión de recursos

materiales y humanos que antes estaban en cabeza de los jueces, de los camaristas. ¿Esto

para usted es algo beneficioso o piensa que puede haber algún conflicto en su desempeño:

en el cargo y esta tarea que tiene la OGA? Dr. Maggio. No tengo ninguna duda en decir

que es beneficioso el ciento por ciento y hay una cantidad de tareas inimaginable que debe

asumir la OGA especializándose, que las va a hacer y que en contribución de los jueces

estoy seguro que cada vez va a ser mejor. Ahí está el corazón de la reforma y el éxito de

la reforma parte de la OGA. Creo que también un poco lo que genera la OGA es la

horizontalidad y la aproximación entre el personal judicial, incluso los magistrados como

empleados del Poder Judicial y funcionarios públicos. Yo creo que el magistrado pasa a

ser una persona que se sienta, resuelve con conocimiento, con fundamentos, que la gente

lo vea y se va; y está sometido, por supuesto, a la opinión pública. Y creo que ese sentarse

y poder, le doy un ejemplo, los jueces opinamos mucho de lo que son los sistemas y yo

lo que les digo a los jueces sin que haya sido secreto, es que cada uno en su cosa. Yo no

sé si sume bueno o no, pero díganle al sistema. Yo ya supongo que la Corte va a adoptar

el mejor sistema para las audiencias. ¿Yo qué tengo que ver con los sistemas? No por ser

crítico, al revés, es por ser constructivo. “No me pregunten a mí qué me parece mejor con

respecto al sistema, hagan lo que ustedes crean que va a ser lo mejor, ustedes tienen que

ser expertos en seguridad informática”. Cualquier sistema que sea famoso va a sufrir

ataques, hay gente que trabaja de esto. Como le digo, tengo familiares que viven en

Australia, porque analizan lo que es la seguridad informativa cuando occidente está

durmiendo y trabajar en ciberataques y en ciber defensa oficialmente en el momento que

menos tráfico de datos hay, es decir ni ellos son los que saben, nosotros no. Ni hablar de

comunicación con Reincidencia, con Migraciones, con el Registro Civil para que tengan

DNI los presos, para el sistema de comunicación. Los relatores que formen parte como la

OGA a mi criterio que deben dar cuenta al juez de lo que hacen, qué jurisprudencia

emiten. Es decir, también destacar ese asesor de jurisprudencia que sea que publique la
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jurisprudencia de cada magistrado, porque los abogados tienen que ir un día y decir, con

quién me enfrento, necesito jurisprudencia y por eso tiene que haber mucha

comunicación, pero todo desde la OGA. Y el juez uno mismo por decirlo así —que no se

enojen los jueces- bajemos los humos, nos sentemos y es lo que la sociedad quiere que

nos sentemos, que trabajemos, que resolvamos y rápido porque se les paga bien y se

necesita que trabajen, para eso se les paga bien; y si no, se pedirá que no esté más en la

justicia. Eso es en lo que creo a corazón abierto. Dr. Albarracín. Doctor, en alguna parte

ya usted contestó la pregunta de la doctora Seguí también referente al sistema

penitenciario y la restricción de visitas, ¿el uso de celular y qué otra cuestión considera

usted que pueda ser aplicable en este contexto de la pandemia y que no sirva tampoco

para un exceso o para una excesiva comunicación que por ahí sea tergiversada en el caso

de la gente que está en el sistema penitenciario? Dr. Maggio. En primer lugar, mi criterio

es que no tienen por qué, sin que se restrinjan sus derechos, que tengan que tener teléfonos

cada uno en su celda. Eso no significa que tenga la posibilidad de que determinado agente

penitenciario tenga un celular provisto por el Estado para que en determinadas horas

puedan recibir llamadas de familiares controlados por el agente del servicio penitenciario.

Por lo demás, lo de la restricción de visitas no es una medida para agravar su condición

de detención, sino para resguardar su salud. A ver, disculpen que hablo de mí mismo:

¿saben lo que yo creo que es muy importante para que los imputados se sientan que

recuerdan sus derechos así estén detenidos?, visitarlos virtualmente, preguntarles si tienen

/ contacto con la defensa. Eso yo lo hago, lo hacía antes físicamente, lo hago ahora

Y! virtualmente, porque lo que tiene que sentir el imputado es que no es olvidado del sistema,
SO go no significa que tiene que estar libre, pero que sus derechos pueden ser ejercicios aun

o al estar detenidos. Lo que no puede suceder, a mi criterio, que los imputados no tengan
SS e contacto con los defensores por el plazo de meses, pero no porque lo diga yo, sino porque

xreitero- lo dice la Ley 24660 y aún más lo dice para los procesados. Eso calma los ánimos,

se le pregunta, se ve qué es lo que necesita y con eso internamente -porque me pasó y

están las grabaciones, porque yo lo que les pregunto porque mi competencia es ver si tiene

su defensa en la causa-, es preguntarle si tiene contacto con el defensor; si me dice que

“no” voy a hacer que su defensor venga a verlo y él me va a decir todo lo que él quiere.

Los imputados le agradecen a uno, Entonces, me dicen “Bueno, yo quiero estar libre”.

33



No, no, un momento; yo le di la preventiva y tiene un año y yo con esto ya está, eso está

firme y le comunicaré lo que corresponda. ¿Qué le quiero decir con esto?, que hay que

armonizar. Una cosa es conversar y otra es decir que uno piensa que tiene que estar libre.

No, señor, no se confunda. Y yo le aseguro que gran parte de los imputados lo entiende

aun esté a disgusto y pongo a su disposición con el secreto que merecen los imputados de

su identidad, que observe esas audiencias. Para mí si todos los defensores, porque yo le

tengo que decir al defensor que no me cuente del hecho, porque eso es secreto; lo único

que quiero saber es si tiene contacto con su defendido. Y bueno, me han dicho que en

meses no lo tienen. Entonces, me parece que ahí es un lugar. Puede no funcionar, pero lo

que no podemos permitir es que siga sucediendo. Yo creo que con eso se va a calmar

mucho los ánimos. Y por otro lado es prevenir y ver qué pasa en otros países para tomar

las medidas necesarias. Ya vimos en Buenos Aires que dar celular a todos los presos

pareciera ser que significó organizaciones de revueltas. Entonces, señores nos encantaría

que tengan celular, pero es un peligro, entonces, hacemos cosas intermedias. “Usted tiene

derecho a su familia, pero nosotros también tenemos derecho a cuidarlos y si acá hay un

motín, usted puede morir en el motín, aun si usted no lo quisiera”. Y eso se lo puede

explicar en la cara y si no les gusta pueden apelar, pero nadie nos priva de explicarlo,

mucho menos con video conferencia. Yo tuve las reuniones, las entrevistas, sin salir de

mi casa y con presencia de secretario, por supuesto. Entonces, esa es una, la privación de

las visitas está bien, porque se los está cuidando; que se pueden comunicar, también está

bien, de hecho sucede, pero creo que antes que nada es que tengan contacto con sus

defensas que son sus caras en las causas, no tengo la menor duda, y sucede muy poco.

Dr. Estofán. Muchas gracias, doctor Maggio. Se retira de la sala virtual de reunión el

doctor Facundo Maggio. Reasume la Presidencia la doctora Eleonora Rodríguez Campos.

Doctor Carlos Felipe Díaz Lannes. Entrevista. Ingresa a la sala virtual de reunión el

doctor Carlos Felipe Díaz Lannes. Dra. Rodríguez Campos. Buenas tardes doctor Díaz

Lannes. Le doy la bienvenida a esta entrevista, felicitarlo por su desempeño en este

concurso y en esta primera parte le voy a comentar algunas cuestiones respecto al

desarrollo de la entrevista que usted ya bien las conoce, porque ha tenido en conocimiento

el reglamento, pero a las cuestiones básicas las vamos a repetir en dos minutos. Le voy a

preguntar si se encuentra solo en la habitación en la cual está presenciando la entrevista.
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Le vamos a pedir que durante la entrevista mire la pantalla permanentemente, si no

entiende alguna pregunta no la repita, sino que le pida al consejero que se la vuelva a

repetir. Además, que después de su presentación los consejeros van a proceder a hacerles

preguntas. Le voy a pedir que se presente ante los consejeros y que nos diga algún aspecto

que usted considere relevante para nuestra consideración y a continuación vamos a

proceder a las preguntas. Dr. Díaz Lannes. Mi nombre es Carlos Díaz Lannes postulante

para este concurso, habiendo concursado también para el Tribunal de Impugnación del

Centro Judicial Concepción, también he integrado ternas con anterioridad. En este

momento me desempeño como secretario penal del juzgado Federal de Villa Mercedes

Provincia de San Luis, soy profesor adjunto de la cátedra de Derecho Procesal Penal de

la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Tucumán. Ya no ejerzo más la

profesión, integro el Poder Judicial, soy uno de los dos mil o dos mil trescientos

funcionarios que tiene el Poder Judicial de la Nación. Dr. Sale. Lo felicito por haber

llegado a donde ha llegado. Quería preguntarle respecto a este nuevo instituto que se va

a implementar con el nuevo Código ahora, en septiembre, y es el referido a los criterios

de oportunidad previstos en el artículo 27 en donde se puede prescindir de la acción ya

sea total o parcial de algunos de los hechos o de algunos de los participantes del delito.

¿Este instituto puede llegar a traer algún tipo de conflicto con la ciudadanía y, en su caso,

qué alternativas o qué es lo que haría para evitar ese posible conflicto? Dr. Díaz Lannes.

Todas las herramientas que integran lo que se denomina criterios de oportunidad son

aspectos que el Ministerio Público tiene que utilizar, porque es la manera en la que regula

f pil Ja calidad del trabajo. A esto lo estudiamos en Chile en el año 2009 donde hicimos
/ AFrogramas de formación de capacitadores para la reforma procesal penal. Todas las

< SS herramientas que tengan que ver con el criterio de oportunidad sirven al titular de la
ey acción penal para regular la carga de trabajo. Esto quiere decir que en un determinado

momento, un ejemplo muy claro de herramientas utilizadas desde que se sancionó la

reforma, el artículo 76 bis del Código Penal, la suspensión del juicio a prueba, abogados

y fiscales durante el transcurso de la etapa de investigación nunca lo utilizaban porque

espera el abogado defensor que la causa prescriba y el fiscal nunca la utilizó como

herramienta para descomprimir su propio trabajo. Entonces, llegaba el momento del

debate, unos días antes presentaba el abogado el pedido de suspensión del juicio a prueba



y en el mejor de los casos se hacía una audiencia ante la sala y se aplicaba ese criterio de

oportunidad que pudo haber sido utilizado, y esto es algo que lo enseñamos y

ejemplificamos con los videos de audiencias realizados en los años 2010 - 2011 en Chile

donde en la audiencia de formulación de cargos, en esa misma audiencia en la que el

imputado conoce los hechos por los cuales va a ser sometido a proceso, el fiscal propone

como salida alternativa la suspensión del juicio a prueba, juicio abreviado y en esa misma

audiencia se corre traslado a la defensa, se contesta, se le da la oportunidad de organizar

la defensa que por lo general ya está organizada, porque forma parte de los cálculos y de

las estrategias que tienen los litigantes en el proceso adversarial y se llega a la resolución

mediante la aplicación, o bien la suspensión de juicio a prueba o el juicio abreviado, y se

termina el proceso penal en una audiencia de 20 minutos. El resto de los criterios de

oportunidad también son herramientas que se tienen que utilizar en etapas tempranas

¿cuándo? Por ejemplo, el Ministerio Público en los lugares donde está vigente el proceso

adversarial tiene organizadas oficinas de desestimación. Entonces, el primer paso es la

oficina de desestimación, no hay pruebas, no está identificado el imputado no puede

proceder la oficina de desestimación; establece en base a criterios legales un análisis de

la causa y un archivo provisorio. Si surgiera en algún momento alguna prueba o fuera

removido el obstáculo por la acción, en ese caso se retoma la investigación, pero si no se

aplica un criterio que puede ser el archivo o bien algunos de los otros criterios, por

ejemplo, el de insignificancia o pena natural. No creo que haya conflictos con la sociedad.

Yo creo que el problema en todo caso es de comunicación del Ministerio Público a la

sociedad y a la víctima. A nosotros, recuerdo que cuando estudiábamos en Chile, nos

ejemplificaban muy sencillamente diciéndonos: “No es lo mismo que la víctima reciba

una carta o yo diría una video llamada, una llamada telefónica, donde el fiscal o algún

funcionario de la fiscalía o del Ministerio Público se pone en contacto con ella y le

comunica los motivos por los cuales su denuncia va a pasar a archivo”. Es muy sencillo,

se trata de brindar al cliente del sistema la satisfacción de su interés y a veces ese interés

solamente es el interés de ser tenido en cuenta por un sistema judicial que en todas partes

en América Latina desatiende al delito. Entonces, lo que creo en realidad es que cuando

se utilizan estas herramientas con algunos de los criterios de oportunidad lo que hay que

hacer es ser claro, comunicar claramente a la sociedad. Es decir, no es lo mismo que el
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juez haya sobreseído por tales causas a un asesino, al autor de un robo, que explicar

claramente que este proceso no se va a seguir, porque no hay pruebas, porque existe algún

obstáculo. Creo que la comunicación a la sociedad es esencial. Ese es el punto central.

Dr. Sale. La víctima tiene el derecho a apelar y bueno, en definitiva, es el juez el que

tiene la última palabra. Dr. Díaz Lannes. Claro. Por eso se tiene que comunicar a la

víctima. Está previsto el derecho de recurrir en los casos en que fuera informada. Todas

las víctimas tienen entre sus derechos el de acceso a la información puntual de la causa,

de todo: medidas cautelares, levantamiento de medidas cautelares. Imagínese una víctima

de violencia de género como ocurre hoy con las liberaciones masivas que están en este

momento puestas en crítica, se libera al autor de un delito contra la integridad sexual o un

delito violento contra una mujer y la víctima no sabe que el agresor está puesto en libertad,

mínimo requisito como para que esa persona tenga por lo menos prevista alguna

modalidad de resguardo de integridad física, por lo menos saber que su agresor ha sido

puesto en libertad o está gozando de la prisión domiciliaria sin control de un policía en la

puerta. Dr. Sale. Gracias, doctor. Dra. Rodríguez Campos. Doctor, el contexto de

emergencia sanitaria con el aislamiento dispuesto por el Poder Ejecutivo Nacional, que

ha sido seguido por todas las provincias, nos ha llevado a casi todos los poderes judiciales

a activar la utilización de herramientas tecnológicas, algunas de las cuales no se estaban

utilizando en épocas de normalidad por así decirlo ¿Qué opinión le merece a usted la

utilización de estas nuevas herramientas tecnológicas, si le parece que hemos como

pasado a una nueva etapa y muchas de ellas van a ser necesarias a partir de ahora? Y en

ese caso si tiene alguna opinión de cuáles y cuál fue su experiencia personal, si es que nos

puede contar. Dr. Díaz Lannes. En materia de protocolos específicamente orientados a

o Yga prevención de la pandemia acá, por ejemplo, en nuestro juzgado las resoluciones
¿o adoptadas el 27 de marzo fueron una serie de resoluciones en consonancia con las

acordadas de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y la resolución de la Cámara

Federal de Mendoza que es la que por la cual ejerce la superintendencia en la Provincia

de San Luis. Nosotros acá como medidas de protección de los empleados, la restricción

de la concurrencia. Yo vengo todos los días, el secretario también lo hace, empleados en

días alternados. Nosotros somos un juzgado que está en este momento de feria, no

atendemos al público, solamente ingreso de causas que ahora se están haciendo por correo
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electrónico. Estamos pidiendo que nos envíen los sumarios digitalizados para evitar el

contacto; medidas internas como el uso de tapabocas, máscaras de protección; limpieza

de manos con alcohol. Todo esto se utiliza dentro del juzgado. Y en la tercera resolución,

que fue en abril, nosotros nos adelantamos un día a una acordada de la Corte Suprema, y

establecíamos que se aceptaba el ingreso de causas a través de nuestros correos

electrónicos oficiales; salieron publicados en el diario de San Luis, que se llama El Diario

de la República, los correos electrónicos donde los abogados podían dirigir las demandas

o las denuncias. Todo esto fue para implementar herramientas que permitan evitar el

contacto, mantener el distanciamiento. Hay cuestiones en la cuales hemos intentado,

como por ejemplo las indagatorias, que lamentablemente las tenemos que hacer de

manera presencial, pero con videoconferencia con el fiscal -el defensor siempre está

presente-, que no siempre está presente. Entonces, se hace una video llamada al fiscal, le

corremos traslado del pedido de la defensa y el fiscal contesta, y se adopta la resolución

en cuanto al planteo formulado por la defensa. En materia de situación carcelaria, a través

de resolución del 27 de marzo, siempre en relación a los detenidos a disposición de este

juzgado, que están en San Luis, en la Unidad Penitenciaria, a 90 kilómetros de acá, se

dispuso que se les permita el acceso a todas las herramientas de comunicación disponibles

en la sede del Penal, desde el ingreso de celulares, correo electrónico, video llamadas,

llamadas telefónicas, teléfonos fijos, y facilitamos con una empresa de transporte de acá,

de Villa Mercedes, el envío de encomiendas, porque tuvimos en cuenta la situación de

angustia de los familiares de los presos porque no pueden ir a visitarlos. Entonces, no

saber cómo está su pariente o familiar les genera una situación de angustia, a ellos y

también a la persona que está privada de libertad. Por lo tanto, tratamos de mejorar esto

poniendo todas las herramientas disponibles al alcance de estas personas para paliar, de

alguna manera, el problema del aislamiento. También, se recomendó al Servicio

Penitenciario Provincial la adopción, para las personas privadas de libertad, del

memorándum emitido por el Servicio Penitenciario Federal, que lo están adoptando

prácticamente todas las provincias con recomendaciones especificamente dirigidas a la

preservación de la salud, que tiene que ver con el aspecto sanitario de la privación de la

libertad. No recuerdo si me consultó otro tema, doctora. Dra. Rodríguez Campos. En

realidad, queríamos saber cuál es su opinión personal en relación a las herramientas, de
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- la nueva tecnología y de todas estas herramientas tecnológicas que nos hemos visto

obligados a acelerar su utilización. Dr. Díaz Lannes. La verdad es que todos esperamos

que esto sea pasajero y que en algún momento nos vamos a volver a ver, vamos a volver

a estar juntos y, sobre todo, estas herramientas, a pesar de que nos faciliten mucho.

Imagínense que yo, a 950 kilómetros de distancia de Tucumán, tendría que haber

realizado un largo viaje desde la siete de la mañana para llegar a tiempo a las cuatro de la

tarde a Tucumán y, sin embargo, estamos avanzando con la sustanciación del concurso,

y esto es posible gracias a las herramientas que nos da la tecnología. Hace poco leía un

artículo acerca de las limitaciones que tienen estas herramientas, por ejemplo, en cuanto

a la realización de juicios orales. Se pierde la inmediación. Es algo que se deja de tener

por más que uno esté viéndole la cara al testigo en la pantalla, uno no sabs si tiene alguien

al frente, al costado; se pierde la posibilidad de la comunicación no verbal, porque lo que

no se ve es el movimiento de las manos, por ejemplo; lo que los testigos comunican sin

decir nada. Esa comunicación no verbal se pierde o se limita ante el uso de herramientas

que da la tecnología, y son muy buenas para superar la situación de aislamiento social,

pero son muy limitadas. Nosotros tenemos previsto —como está previsto para las

audiencias de flagrancia en el Código Federal- que las próximas indagatorias sean a través

de videoconferencia, siempre y cuando el defensor pueda estar al lado de su defendido, y

solamente para las audiencias -y hablando en general, no solamente del Código Federal-

de la etapa preparatoria. Yo creo que no se puede hacer ningún debate que tenga buenas

consecuencias, que sean inobjetables, porque siempre algunos de los caracteres esenciales

SN debate —la publicidad, la inmediación, el control de la sociedad- se van a ver

y ¿Srirgidos: no sé si desaparecen del todo, pero creo que se van a ver restringidos. Y
SS restringir estos principios, que son principios rectores del debate en el proceso penal, es

algo por lo cual no creo que sea conveniente utilizar o profundizar la implementación de

estas herramientas. Por ejemplo, si no hay peligro de prescripción de la acción, si no hay

peligro de muerte de un testigo -viaje no, porque nadie viaja en este momento-, si no hay

ningún peligro por el cual un testigo pueda no poder participar de un debate, creo que hay

que posponerla. Yo creo que hay más riesgo en hacer un juicio oral restringiendo alguno

de los principios y de los derechos del imputado, sobre todo el derecho al

contrainterrogatorio. Eso es fundamental, y es algo que se va a ver seriamente limitado
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